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SECCIÓN “A”, TEXTOS APROBADOS 
 1. Leyes 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 Advertido error en la publicación de la Ley de medidas tributarias, de simplificación administrativa y en materia de 
función pública” (BOAR 154, de 19-XI-14), y conocido por la Mesa en su reunión del día de la fecha, se ordena por la 
presente su subsanación mediante la correspondiente corrección de errores. 
 

Cartagena, 15 de diciembre de 2014 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
 
 
CORRECCIÓN DE ERROR EN LA PUBLICACIÓN DE LA LEY DE MEDIDAS TRIBUTARIAS, DE SIMPLIFICACIÓN 
ADMINISTRATIVA Y EN MATERIA DE FUNCIÓN PÚBLICA. 
 
- En el apartado b del artículo 6, página 7702, donde dice: 
“- Que se encuentren situados en un espacio natural protegido de la Red Natura 2000 o presenten hábitats de interés 
comunitario o especies de flora silvestre protegida”, debe incluirse una coma tras la palabra “protegido”, de forma que 
quede redactado de la siguiente forma: 
“- Que se encuentren situados en un espacio natural protegido, de la Red Natura 2000 o presenten hábitats de interés 
comunitario o especies de flora silvestre protegida”. 
 
 
SECCIÓN “B”, TEXTOS EN TRÁMITE 
 2. Proposiciones de ley 
  c) Dictamen de la Comisión 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 Aprobado por la Comisión de Comisión de Asuntos Generales e Institucionales y de la Unión Europea, en sesión 
celebrada el día 12 de diciiembre actual, el dictamen a la Proposición de ley de transparencia y participación ciudadana 
de la Región de Murcia, así como la relación de enmiendas reservadas para su defensa en Pleno, y conocido por la 
Mesa en su reunión del día de la fecha, se ordena por la presente su publicación en el Boletín Oficial de la Asamblea 
Regional. 

 
Cartagena, 15 de diciembre de 2014 

EL PRESIDENTE, 
Francisco Celdrán Vidal 

 
DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS GENERALES E INSTITUCIONALES Y DE LA UNIÓN EUROPEA A 
LA PROPOSICIÓN DE LEY DE TRANSPARENCIA Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA 
 

ÍNDICE 
 
TÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1. Objeto. 
Artículo 2. Definiciones. 
Artículo 3. Principios generales. 
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TÍTULO II. TRANSPARENCIA DE LA ACTIVIDAD PÚBLICA. 
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Artículo 15. Información sobre relaciones con los ciudadanos y la sociedad. 
Artículo 16. Información de relevancia jurídica. 
Artículo 17. Información sobre contratos y convenios. 
Artículo 18. Información sobre subvenciones. 
Artículo 19. Información presupuestaria, económico-financiera, patrimonial y en materia de ordenación del territorio y 
medio ambiente. 
Artículo 20. Ampliación de las obligaciones de publicidad activa. 
Artículo 21. Apertura de datos y condiciones de reutilización de la información. 
Artículo 22. Control. 
CAPÍTULO III. Derecho de acceso a la información pública. 
Artículo 23. Derecho de acceso a la información pública. 
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Artículo 38. Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia. 
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Artículo 43. Faltas disciplinarias. 
Artículo 44. Sanciones disciplinarias 
Artículo 45. Procedimiento disciplinario aplicable. 
CAPÍTULO III. Del régimen sancionador. 
Artículo 46. Personas responsables. 
Artículo 47. Infracciones de las personas obligadas al suministro de información. Artículo 48. Infracciones de otras 
entidades. 
Artículo 49. Sanciones. 
Artículo 50. Procedimiento. 
DISPOSICIONES ADICIONALES. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
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Disposición transitoria segunda. Régimen de proyectos normativos ya iniciados. 
Disposición transitoria tercera. Aplicación de obligaciones de transparencia a relaciones jurídicas anteriores. 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
DISPOSICIONES FINALES. 
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Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
I 

 
 La madurez de nuestra democracia y las exigencias de la sociedad han impulsado un proceso evolutivo en la 
Administración pública hacia unos estándares de calidad más elevados y de mayor proximidad al ciudadano, 
propiciando nuevas formas de gestionar los asuntos públicos. Los ciudadanos ya no son únicamente destinatarios de la 
acción de gobierno y de los servicios que presta la Administración. Han variado su rol de sujetos pasivos de esa 
actividad, pasando a desempeñar un papel clave en el diseño, ejecución y seguimiento de esas políticas públicas. Son 
sus promotores, pero, a su vez, son los auditores de la acción del gobierno, del buen desempeño de la Administración y 
de los servicios públicos que se les proporcionan. 
 
 Los ciudadanos desean conocer en mayor medida cómo se ejecutan las políticas públicas y la acción de sus 
respectivos gobiernos. Reclaman un mayor conocimiento de las partidas que integran los presupuestos de las 
diferentes administraciones públicas que sufragan con sus tributos. Desean conocer quiénes son los responsables del 
desarrollo de las políticas, proyectos y planes públicos en las instituciones que financian, y les exigen mayores 
responsabilidades en el desarrollo de su actividad y en la ejecución de sus gastos. Estas demandas de mayor 
transparencia se han visto, igualmente, incrementadas por el impulso de la sociedad de la información y de las nuevas 
tecnologías. Por ello, la presente ley responde a la voluntad de convertir estas legítimas aspiraciones en derechos para 
los ciudadanos y en obligaciones para los poderes públicos. 
 
 No es posible que las instituciones públicas permanezcan al margen de estas reivindicaciones. La Administración 
debe adaptarse a los nuevos tiempos, realizando una firme apuesta por el impulso democrático que fomente una nueva 
gestión pública en la que la transparencia, la participación ciudadana y el buen gobierno sean sus ejes vertebradores. 
En suma, debe aspirar a ser una administración abierta y transparente, que facilite el acceso a la información pública, 
que sea participativa, implicando y fomentando a la ciudadanía a intervenir en los asuntos públicos, y que rinda cuentas 
de cuánto se ingresa, y de cuánto, en qué y por quién se gastan los fondos públicos. 
 

II 
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 En este contexto, la Administración General del Estado aprobó, con carácter básico, la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información y buen gobierno, cuyo objeto es ampliar y reforzar la transparencia 
de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a dicha actividad y establecer 
las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos, así como las consecuencias derivadas 
de su incumplimiento. Dicha norma, en su disposición final novena, establece un plazo máximo de dos años para la 
adaptación de los órganos de las comunidades autónomas a las obligaciones en ella contenidas. 
 
 En desarrollo de la legislación básica estatal y para dar cumplimiento al mandato referido en el párrafo anterior, se 
dicta la presente ley al amparo de las competencias que ostenta la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en 
materia de participación ciudadana, organización, régimen jurídico, procedimiento administrativo y estructuración de su 
propia Administración pública, en virtud de los artículos 9. dos, letra e); 10. uno, apartados uno y veintinueve, y 51 de la 
Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia. 
 
 En materia de participación, nuestro Estatuto de Autonomía dispone expresamente que la Comunidad Autónoma, en 
el ámbito de su competencia, velará por facilitar la participación de todos los murcianos en la vida política, económica, 
cultural y social de la Región. En este sentido, el derecho de participación debe ser un criterio transversal de actuación 
de la Administración regional que permita a los ciudadanos y a la sociedad civil opinar, debatir, argumentar, formular 
propuestas y colaborar en los asuntos públicos. El fomento de la participación activa contribuye a la mejora e impulso 
de la cultura democrática de una sociedad, al tiempo que acerca a los ciudadanos a la gestión de las políticas públicas 
mediante su implicación en la toma de decisiones, enriqueciendo sus propuestas e iniciativas y generando una mayor 
eficacia en la acción política del Gobierno de la Región. 
 
 El objeto de la presente ley es trasladar y desarrollar lo establecido en la legislación básica mediante la regulación 
de la transparencia y la participación ciudadana en el ámbito de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
Dichos conceptos no son del todo desconocidos en nuestra legislación autonómica, habiendo sido formalmente 
reconocidos como principios propios de la Administración regional en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, que 
contempla como principios de funcionamiento de aquella los de objetividad y transparencia y, como principio de servicio 
a los ciudadanos, el de participación.  
 
 Asimismo, en materia de participación ciudadana se han dictado dos normas. Por un lado, la Ley 9/1985, de 10 de 
diciembre, de los Órganos Consultivos de la Administración Regional de Murcia, por la que se regula la participación 
ciudadana de carácter orgánico. Por otro, la Ley 2/1996, de 16 de mayo, por la que se regulan los Consejos Técnicos 
Consultivos y los Comisionados Regionales, con el fin de canalizar las funciones de asesoramiento y asistencia técnica 
a desarrollar por tales órganos.  
 
 Más recientemente, la Ley 2/2014, de 21 de marzo, de Proyectos Estratégicos, Simplificación Administrativa y 
Evaluación de los Servicios Públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ha vuelto a referirse a ambos 
extremos como principios generales a los que la Administración regional deberá ajustar sus políticas públicas y su 
actividad.  
 
 Así, esta ley se centra en la transparencia como principio en dos ocasiones: junto al principio de claridad, señalando 
que la Administración deberá desarrollar su actividad y la gestión pública garantizando tanto su publicidad y acceso a la 
información por parte de los ciudadanos como la mejor comprensión de las normas y procedimientos administrativos 
por parte de estos; y, por otro lado, al destacar como principios la responsabilidad, la transparencia y la rendición de 
cuentas en la gestión de los asuntos públicos. Pero la transparencia no solo se configura como un principio, sino 
también como una exigencia concreta en relación con la evaluación de la calidad de los servicios públicos o como una 
de las finalidades a lograr con la implantación progresiva del uso de medios electrónicos en la gestión administrativa. 
Finalmente, la transparencia aparece como uno de los extremos a los que necesariamente deberán adecuarse las 
disposiciones legislativas o reglamentarias que la Administración pretenda proyectar. 
 
 Del mismo modo, la referida ley instaura como principio el de participación ciudadana, disponiendo que la 
Administración regional fomentará el derecho de los ciudadanos a formular sugerencias, observaciones, reclamaciones 
y quejas en relación con la prestación de los servicios públicos, así como a ser consultados sobre el grado de 
satisfacción respecto a los mismos.  
 

III 
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 La pretensión de esta ley es pasar de los principios a los hechos, en la conciencia de que la transparencia y la 
participación no deben ser meros principios programáticos que guíen el actuar de la Administración, sino que han de 
plasmarse en derechos concretos de los ciudadanos y en obligaciones específicas de la Administración, así como en 
instrumentos que permitan tener un mejor conocimiento sobre las instituciones públicas y ejercer un control más severo 
sobre las mismas.  
 
 En esta línea se enmarca la reciente Iniciativa Integral para la Transparencia de la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, aprobada mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno de fecha 30 de 
mayo de 2014, que implanta una serie de medidas en materia de transparencia en la Administración regional. Entre 
ellas, destacan las referidas a publicidad activa, que obligan a poner a disposición de los ciudadanos, a través de un 
Portal de Transparencia, determinada información relevante de esta organización, como sus contratos, subvenciones, 
presupuestos, perfil profesional y retribuciones de altos cargos, cartas de servicios, etc. Además, dicha Iniciativa 
Integral ha sido completada por otro Acuerdo de Consejo de Gobierno, de fecha 19 de septiembre de 2014, que ha 
ampliado las obligaciones de publicidad activa a los contratos menores y a diversas cuestiones relacionadas con la 
Función Pública (efectivos, oferta de empleo público, relaciones de puestos de trabajo, etc.). 
 
 Junto a estas medidas en materia de publicidad activa, la Iniciativa Integral para la Transparencia de la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia contempla otras de índole organizativa y en 
materia de buen gobierno, tales como la constitución de una Comisión para el impulso de la transparencia en la 
Administración regional, la creación de la Unidad de Conflictos de Intereses, que tiene como misión velar por el 
cumplimiento del régimen de incompatibilidades de los altos cargos de la Comunidad Autónoma, y el impulso de una ley 
que regule el estatuto del alto cargo.  

IV 
 
 Formalmente, la presente ley se estructura en cinco títulos, cincuenta artículos, tres disposiciones adicionales, tres 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria única y cuatro disposiciones finales. 
 
 El título I regula su objeto, las definiciones de los conceptos más relevantes de esta ley, así como sus principios 
inspiradores.  
 
 El título II, relativo a la transparencia de la actividad pública, se divide en tres capítulos. El primero configura el 
catálogo de derechos de los ciudadanos en materia de transparencia y de acceso a la información, así como las 
obligaciones derivadas del ejercicio de tales derechos. Este capítulo determina las entidades públicas sujetas a las 
obligaciones en materia de transparencia y de derecho de acceso, de manera análoga a la normativa básica estatal. 
Igualmente, obliga a otros sujetos privados a dar publicidad de determinados aspectos de su actividad como 
consecuencia de que la misma se encuentra financiada con fondos públicos. Finalmente, regula la obligación de 
suministro de información por parte de determinadas personas que, no estando incluidas en su ámbito de aplicación, 
prestan servicios públicos o ejercen potestades administrativas.  
 
 El capítulo II se estructura, a su vez, en dos secciones. La primera sección detalla las obligaciones de publicidad 
activa que corresponden a las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación de la ley; regula el Portal de 
Transparencia de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia como dirección electrónica donde se pondrá a 
disposición de los ciudadanos toda la información susceptible de publicidad activa que se detalla en su sección 
segunda, así como el régimen de datos abiertos y las condiciones de reutilización de la información pública al amparo 
de lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, y en 
la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público. Finalmente, encomienda al 
Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia el control del cumplimiento de las obligaciones anteriores. 
 
 El capítulo III desarrolla el régimen que, sobre el derecho de acceso a la información pública, se contiene en los 
artículos 12 y siguientes de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información y buen 
gobierno, contemplando el régimen de las obligaciones y límites a tal derecho, así como los aspectos relativos al 
procedimiento de acceso y a su formalización en la Administración regional.  
  
 El título III desarrolla el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos, estableciendo medidas de 
fomento e instrumentos para articular tal participación, entre los que destacan las iniciativas ciudadanas, como medio 
para solicitar a la Administración regional el inicio de procedimientos de regulación o de actuación sobre cualquier tema 
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que resulte de interés para los mismos. Crea, asimismo, un Censo de participación ciudadana de la Región de Murcia 
en el que se podrán inscribir todos los ciudadanos y entidades que deseen participar en los asuntos públicos de la 
Administración regional.  
 
 El título IV, relativo a la organización y el fomento de la transparencia y la participación ciudadana en la 
Administración regional, regula, en su capítulo I, las funciones de la consejería competente en la materia, creando una 
comisión interdepartamental encargada de la planificación, coordinación e impulso en la Administración regional de las 
medidas que en materia de transparencia se derivan de la ley, y una Oficina de la Transparencia y la Participación 
Ciudadana como órgano de gestión y ejecución de tales medidas. 
 
 El capítulo II crea el Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia como órgano independiente de control que 
velará por el cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa y por la garantía del derecho de acceso a la 
información pública.  
 
 Finalmente, el capítulo III regula la integración de la transparencia en la gestión administrativa y las medidas de 
fomento de la misma.  
 
 El título V, relativo al régimen sancionador, establece el régimen disciplinario de las autoridades y empleados 
públicos al servicio de la Administración regional, y el régimen sancionador aplicable a los incumplimientos de las 
obligaciones de publicidad activa contempladas en la presente ley por otros sujetos.  
 
 En las disposiciones adicionales se contempla la importancia de la colaboración entre la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y el resto de administraciones públicas, especialmente, la Administración 
local. Se establece la necesidad de que la Administración regional impulse un proceso de revisión, simplificación y 
consolidación normativa, y de que articule las medidas organizativas y presupuestarias precisas para que se garantice 
el cumplimiento y la aplicación efectiva de las obligaciones en materia de publicidad activa y de derecho de acceso.  
 
 Las disposiciones transitorias establecen un régimen transitorio para las solicitudes de acceso presentadas, los 
proyectos normativos iniciados o en trámite y las relaciones jurídicas entabladas con anterioridad a la entrada en vigor 
de la ley.  
 
 Las disposiciones finales contemplan la obligación por parte del Ejecutivo de impulsar un proyecto de ley que 
desarrolle los aspectos relativos al buen gobierno derivados de la legislación básica estatal y adecue la normativa 
regional sobre altos cargos a los principios de la nueva gestión pública que inspiran esta ley. Asimismo, teniendo en 
cuenta que el cumplimiento de las obligaciones en materia publicidad activa y de derecho de acceso contempladas en 
la presente ley exige la articulación previa de una serie de actuaciones y medidas por parte de la Administración 
regional, se establece una vacatio legis de seis meses para el contenido del título II, así como del capítulo dedicado al 
Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia.   
 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1. Objeto. 
 
 La presente ley tiene por objeto regular e impulsar la transparencia y la participación ciudadana en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, garantizando a la ciudadanía el conocimiento de la actividad de los 
poderes públicos, su derecho a acceder a la información pública, así como a participar en los asuntos y políticas 
públicas y en la toma de decisiones que les afecten.  
 
Artículo 2. Definiciones. 
 
 A los efectos de la presente ley, se entiende por: 
 
 a) Información pública: los contenidos o documentos que, habiendo sido elaborados o adquiridos para el ejercicio de 
las funciones de las entidades e instituciones señaladas en el artículo 5, obren en poder de estas, con independencia 
del formato o soporte en el que se encuentren disponibles. 
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 b) Publicidad activa: la obligación por parte de las entidades e instituciones señaladas en la letra anterior de publicar 
de manera permanente la información pública que sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad 
pública. 
 c) Acceso a la información pública: posibilidad de acceder a la información pública que obre en poder de las 
entidades e instituciones referidas anteriormente con seguridad sobre su veracidad y sin más requisitos que los 
establecidos en esta ley y en la normativa básica estatal. 
 d) Participación ciudadana: la intervención individual o colectiva por parte de los ciudadanos en el diseño, ejecución 
y evaluación de las políticas y actuaciones públicas mediante instrumentos y procesos que permitan su comunicación 
con las entidades públicas.  
 e) Apertura de datos: la puesta a disposición de datos en formato digital, estandarizado y abierto, siguiendo una 
estructura que permita su comprensión y reutilización de forma que generen valor y riqueza a través de productos 
derivados de dichos datos realizados por terceros. 
 
Artículo 3. Principios generales. 
 
 Son principios generales que inspiran esta ley los siguientes: 
 
 a) Principio de transparencia pública, por el que deberá proporcionarse y difundirse a la ciudadanía toda la 
información pública que obre en poder de los sujetos obligados por esta ley, así como la relativa a su organización y 
actuación, de forma que le permita conocer sus decisiones y su procedimiento de adopción, la organización de los 
servicios públicos y sus responsables 
 b) Principio de libre acceso a la información pública, de acuerdo con el cual cualquier persona puede solicitar el 
acceso a la información pública. 
 c) Principio de veracidad, de manera que la información pública debe ser cierta y exacta, y proceder de documentos 
respecto de los que se haya verificado su autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y trazabilidad. 
 d) Principio de accesibilidad, de forma que, en la medida de lo posible, las dependencias, el diseño de las políticas 
públicas y el conjunto de actuaciones administrativas derivadas de esta ley garanticen el principio de accesibilidad 
universal referido en el artículo 2 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación 
y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 
 e) Principio de gratuidad, de acuerdo con el cual tanto las solicitudes de acceso como su materialización serán 
gratuitas, sin perjuicio de las exacciones que legalmente se encuentren establecidas por la expedición de copias o 
soportes, o por la prestación de la información en un formato diferente al original. 
 f) Principio de utilidad, según el cual la información pública que se suministre deberá ser, siempre que resulte 
posible, adecuada al cumplimiento de los fines para los que hubiera sido solicitada. 
 g) Principio de interoperabilidad, en cuya virtud la información será publicada conforme al Esquema Nacional de 
Interoperabilidad regulado por el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad en el ámbito de la Administración Electrónica. 
 h) Principio de reutilización, que fomente la publicación de la información y datos en formatos que propicien que se 
generen nuevas utilidades, productos o servicios, de acuerdo con la legislación aplicable en materia de reutilización de 
la información del sector público. 
 i) Principio de participación y colaboración ciudadanas, que promueva la intervención e implicación de la ciudadanía, 
de manera individual o colectiva, en los asuntos públicos y en el diseño, ejecución y evaluación de las políticas públicas.  
 

TÍTULO II 
TRANSPARENCIA DE LA ACTIVIDAD PÚBLICA 

Capítulo I 
Derechos y obligaciones de los ciudadanos y ámbito subjetivo de aplicación 

 
Artículo 4. Derechos y obligaciones de los ciudadanos. 
 
 1. Se reconocen los siguientes derechos a los ciudadanos en sus relaciones con las entidades e instituciones 
referidas en el artículo 5: 
 
  a) A acceder, en los términos previstos en esta ley, a la información pública que obre en poder de cualesquiera 
de las entidades e instituciones señaladas. 
  b) A solicitar la información pública anterior, sin que para ello necesiten ostentar un interés legítimo y sin 
perjuicio de las limitaciones contempladas en la legislación básica estatal o en esta ley. 
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  c) A recibir información de los derechos establecidos en este título y a ser asistidos para su correcto ejercicio 
  d) A obtener la información solicitada en la forma o formato elegidos de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo 
tercero de este título. 
  e) A conocer, mediante resolución motivada, los motivos de inadmisión o denegación de sus solicitudes de 
acceso, o del acceso parcial o a través de una modalidad distinta a la solicitada. 
  f) A usar la información obtenida, sin necesidad de autorización previa y sin más limitaciones que las derivadas 
de esta u otras leyes. 
 
 2. Los ciudadanos que, en aplicación de la presente ley, accedan a la información pública estarán obligados a: 
 
  a) Ejercer su derecho de acceso con respeto a los principios de buena fe e interdicción del abuso de derecho, 
concretando sus solicitudes de la forma más precisa posible. 
  b) Realizar el acceso a la información sin que se vea afectado el normal funcionamiento de los servicios 
públicos, cumpliendo las condiciones y requisitos materiales para el acceso que se establezcan en la resolución 
correspondiente, cuando haya de realizarse presencialmente en un concreto archivo o dependencia pública. 
  c) Respetar las obligaciones establecidas en esta ley para la reutilización de la información obtenida. 
 
Artículo 5. Ámbito subjetivo de aplicación. 
 
 1. Las disposiciones de este título se aplicarán a:  
 
  a) La Administración general de la Comunidad Autónoma. 
  b) Los organismos autónomos y las entidades públicas empresariales dependientes de la Administración 
pública anterior. 
  c) Cualesquiera otras entidades de derecho público con personalidad jurídica vinculadas a la Administración 
pública regional o dependientes de ella. 
  d) El Consejo Jurídico de la Región de Murcia y el Consejo Económico y Social de la Región de Murcia. 
  e) Las universidades públicas de la Región de Murcia y sus entidades instrumentales dependientes. 
  f) Las sociedades mercantiles regionales, así como las sociedades mercantiles en cuyo capital la participación, 
directa o indirecta, del resto de las entidades previstas en este artículo sea superior al 50 por ciento. 
  g) Las fundaciones del sector público autonómico constituidas, mayoritariamente o en su totalidad, por 
aportaciones de la Administración pública de la Comunidad Autónoma, o cuyo patrimonio fundacional con carácter de 
permanencia esté formado en más de un cincuenta por ciento por bienes o derechos cedidos o aportados por ella, así 
como las fundaciones dependientes del resto de entidades previstas en este artículo en las que se den tales 
circunstancias. 
  h) Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se refiere el artículo 6.5 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común. 
  i) Las corporaciones de derecho público regionales y entidades asimilables, tales como federaciones y clubes 
deportivos, en lo relativo a sus actividades sujetas al Derecho administrativo. 
  j) Las asociaciones constituidas por las administraciones, organismos y entidades previstos en este artículo, 
incluidos los órganos de cooperación referidos en el artículo 2.1 i) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, con excepción de aquellas en las que participe la 
Administración general del Estado o alguna de sus entidades del sector público.  
  k) El resto de entidades, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que figuren incluidas por el estado en el 
Inventario de Entes del Sector Público de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
  
 2. La Asamblea Regional de Murcia estará sujeta a la legislación básica del Estado en materia de transparencia y a 
las disposiciones de la presente ley en lo que afecta al ejercicio de sus funciones de carácter administrativo, sin 
perjuicio de lo que la misma establezca en ejercicio de la autonomía que le garantiza el artículo 27 del Estatuto de 
Autonomía para la Región de Murcia, aprobado por Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio. 
 
 3. A los efectos de lo previsto en este título tienen la consideración de administraciones públicas de la Región de 
Murcia los organismos y entidades incluidos en las letras a) a e) del apartado 1. 
 
Artículo 6. Otros sujetos obligados. 
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 1. Deberán cumplir las obligaciones de transparencia establecidas en la legislación básica estatal, así como aquellas 
otras exigencias de publicidad específicas que se establezcan en las disposiciones de desarrollo de esta ley y en las 
correspondientes convocatorias, respetando en todo caso la naturaleza privada de estas entidades y las finalidades que 
las mismas tienen reconocidas: 
 
  a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales. 
  b) Las entidades privadas que perciban, durante el período de un año, ayudas o subvenciones públicas en 
cuantía superior a 100.000 euros, o cuando al menos el cuarenta por ciento del total de sus ingresos anuales tengan 
carácter de ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros. 
 
 2. Asimismo, para aquellos conciertos y otras formas de participación de entidades privadas en los sistemas públicos 
de educación, deportes, sanidad y servicios sociales se establecerán, en sus normas reguladoras, aquellas 
obligaciones de publicidad activa que deban cumplir estas entidades para colaborar en la prestación de estos servicios 
sufragados con fondos públicos. Estas obligaciones serán incluidas en los correspondientes pliegos o documentos 
contractuales equivalentes. 
 
Artículo 7. Obligaciones de suministro de información de los prestadores de servicios públicos y personas 
privadas que ejerzan funciones administrativas. 
 
 1. Las personas físicas y jurídicas distintas de las señaladas en los artículos anteriores que presten servicios 
públicos o ejerzan funciones públicas o potestades administrativas estarán obligadas a suministrar a las entidades e 
instituciones referidas en el artículo 5.1 a las que se encuentren vinculadas, previo requerimiento y en un plazo de 
quince días, toda la información necesaria para el cumplimiento por aquellas de las obligaciones previstas en esta ley. 
 
 2. La obligación de suministro de información a que se refiere el apartado anterior se extenderá a las siguientes 
personas 
 
  a) A los adjudicatarios de contratos del sector público, en los términos previstos en el respectivo contrato, 
debiendo especificarse tal obligación en los pliegos de cláusulas administrativas particulares o en los documentos 
contractuales equivalentes. 
  b) A los beneficiarios de subvenciones, en los términos previstos en sus bases reguladoras, en las resoluciones 
de concesión o en los convenios que instrumenten su concesión, que recogerán de forma expresa esta obligación. 
 
 3. Las administraciones públicas de la Región de Murcia podrán acordar, previo apercibimiento y audiencia al 
interesado, la imposición de multas coercitivas una vez transcurrido el plazo conferido en el requerimiento señalado en 
el apartado 1 de este artículo sin que el mismo hubiera sido atendido, que podrán ser reiteradas por períodos de quince 
días hasta el cumplimiento, y sin que su importe total pueda exceder del cinco por ciento del importe del contrato, 
subvención o instrumento administrativo que habilite para el ejercicio de las funciones públicas o la prestación de los 
servicios. Si en dicho instrumento no figurara una cuantía concreta, la multa no excederá de 5.000 euros. Para la 
determinación del importe se atenderá a la gravedad del incumplimiento y al principio de proporcionalidad, entre otros. 
 
 4. Los medios personales y materiales necesarios para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en este 
artículo serán valorados por las entidades e instituciones previstas en el artículo 5.1, debiendo establecerse al respecto 
las previsiones necesarias en los contratos del sector público y en las bases reguladoras de las subvenciones que las 
mismas tramiten. 
 

Capítulo II 
Publicidad activa 

Sección primera. Normas generales. 
 
Artículo 8. Obligaciones de publicidad activa.  
 
 1. Las entidades e instituciones señaladas en el artículo 5 vendrán obligadas a: 
 
  a) Elaborar y publicar la información cuya divulgación se considere relevante para garantizar la transparencia 
de su actividad relacionada con el funcionamiento y control de la actuación pública, y que tendrá el contenido mínimo 
que se señala en la sección segunda de este capítulo. 
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  b) Elaborar y difundir un inventario de la información pública que obre en su poder, con indicaciones claras de 
dónde puede encontrarse dicha información de la forma más amplia y sistemática posible.  
 
 2. Las obligaciones contenidas en este capítulo tienen carácter de mínimas, y se entienden sin perjuicio de la 
aplicación de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más amplio en materia de publicidad. 
 
Artículo 9. Características, límites y actualización de la información susceptible de publicidad activa. 
 
 1. La información sujeta a las obligaciones de publicidad activa deberá presentarse de una manera clara, 
estructurada y entendible para los ciudadanos.  
 
 2. La información que deba ser objeto de publicidad activa de acuerdo con esta ley se ofrecerá, siempre que sea 
técnicamente posible, en formatos electrónicos que permitan su redistribución, reutilización y aprovechamiento, 
debiendo utilizarse estándares abiertos, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, y en la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de 
la información del sector público.  
 Asimismo, de acuerdo con el principio de accesibilidad, se garantizará en la publicidad activa la accesibilidad 
universal y la no discriminación tecnológica, permitiendo que todas las personas puedan ejercer sus derechos en 
igualdad de condiciones. 
 
 3. La publicidad activa prevista en este título se configurará de forma que permita la participación ciudadana que sea 
consecuencia de la información facilitada. 
 
 4. La publicidad activa se realizará con sujeción a los límites derivados de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y su normativa básica de desarrollo, por lo que, cuando la 
información contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad solo se llevará a cabo previa disociación de los 
mismos. 
 
 5. Toda la información pública que deba publicarse de acuerdo con lo señalado en este capítulo se actualizará, con 
carácter general, trimestralmente, salvo que la normativa específica establezca otros plazos atendiendo a las 
peculiaridades propias de la información de que se trate, y sin perjuicio de la potestad de publicar toda la información 
pública que estime conveniente en plazos más breves. 
 
Artículo 10. Publicación por medios electrónicos.  
 
 1. Las obligaciones de publicidad activa señaladas en el artículo 8 se realizarán por medios electrónicos en las 
sedes electrónicas, portales o páginas web de las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación 
contemplado en este título de una manera segura y comprensible. 
 
 2. En aquellos supuestos en que se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente fines de 
interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de esta ley podrá realizarse utilizando los medios electrónicos puestos a su disposición por la Administración pública de 
la que provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas percibidas por dichas entidades. 
 
Artículo 11. Portal de Transparencia de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.  
 
 1. En el ámbito de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y sus organismos 
públicos, la información pública objeto de publicidad activa a la que se refiere esta ley así como aquella que se 
considere interesante en materia de transparencia estará disponible a través del Portal de Transparencia de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
 
 2. El Portal de Transparencia se configura como la dirección electrónica, disponible a través de redes de 
telecomunicaciones, que tiene por objeto poner a disposición de los ciudadanos toda clase de servicios e informaciones 
relacionadas con la Comunidad Autónoma de manera totalmente gratuita.  
 
 3. La titularidad, gestión y administración del Portal de Transparencia corresponde a la Administración regional, a 
través de la consejería competente en materia de transparencia y participación ciudadana.  
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 4. Las consejerías y organismos afectados por las obligaciones de publicidad activa referidas en los artículos 
siguientes deberán poner a disposición del órgano directivo competente en materia de transparencia y participación 
ciudadana la información correspondiente para su publicación en el Portal de Transparencia en la forma que se señale 
al respecto por el citado órgano, pudiendo, asimismo, articularse la interconexión directa de los datos correspondientes 
con el portal a fin de optimizar el cumplimiento de las obligaciones señaladas.   
 

Sección segunda  
Tipos y contenido de la información susceptible de publicidad activa 

 
Artículo 12. Tipos de información susceptible de publicidad activa.  
 
 Las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación de este título publicarán información relativa a los 
siguientes extremos, en los términos y con el contenido mínimo que se establece en esta sección: 
 

a) Información institucional, organizativa y de recursos humanos. 
b) Información sobre altos cargos y sobre el funcionamiento del gobierno. 
c) Información sobre relaciones con los ciudadanos y la sociedad. 
d) Información de relevancia jurídica. 
e) Información sobre contratos y convenios. 
f) Información sobre subvenciones. 
g) Información presupuestaria, económico-financiera y patrimonial y en materia de ordenación del territorio y medio 

ambiente. 
 
Artículo 13. Información institucional, organizativa y de recursos humanos. 
 
 1. Las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación de este título publicarán, en lo que les sea 
aplicable, información relativa a: 
 
  a) Las funciones que desarrollan y la normativa que les sea de aplicación. Las entidades del sector público 
deberán, en particular, publicar los estatutos y sus normas de organización y funcionamiento. 
  b) Su estructura organizativa, incluyendo un organigrama actualizado que identifique a las personas 
responsables de los diferentes órganos y unidades administrativas, así como las funciones que tienen encomendadas y 
sus datos de contacto. 
  c) La ubicación física de sus sedes, así como los horarios de atención al público y, en su caso, los canales 
electrónicos de atención y tramitación de que dispongan.  
 
 2. Asimismo, en materia de recursos humanos, harán pública la siguiente información: 
 
  a) Las relaciones de puestos de trabajo, plantillas, catálogos de puestos o documento equivalente, referidos a 
todo tipo de personal, con indicación de sus retribuciones anuales. 
  b) Los acuerdos o pactos reguladores de las condiciones de trabajo y convenios colectivos vigentes. 
  c) El directorio de su personal que incluya, al menos, información relativa al puesto desempeñado, teléfonos y 
dirección de correos electrónicos. 
  d) La oferta de empleo público o aquel otro instrumento similar de gestión de la provisión de necesidades de 
personal de que disponga, así como los planes para la ordenación de sus recursos humanos que, en su caso, 
aprueben.  
  e) Las convocatorias y tramitación de los procesos de selección de sus empleados públicos, incluidos los 
relativos a su personal temporal. 
  f) La relación del personal eventual existente, con indicación expresa de su identificación, las labores de 
confianza o asesoramiento especial encomendadas y el órgano para el que presta las mismas, así como sus 
retribuciones anuales. 
  g) La identificación de las personas que forman parte de los órganos de representación del personal. Se 
informará, asimismo, del número de personas que gozan de dispensa total o parcial de asistencia al trabajo con motivo 
de licencias sindicales concedidas, agrupados según la organización sindical a la que pertenezcan, así como del coste 
que tales liberaciones generan para las correspondientes entidades y del número anual de horas sindicales utilizadas. 
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  h) La relación de los empleados públicos que tengan autorizada la compatibilidad para un segundo puesto o 
actividad en el sector público o reconocida la compatibilidad con el ejercicio de actividades privadas. En esta relación se 
incluirá, al menos, la denominación y descripción del segundo puesto o actividad pública o de la actividad privada, el 
horario a realizar y la fecha a partir de la cual se autoriza o reconoce tan compatibilidad. 
 
 3. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia hará pública, además, la siguiente 
información: 
 
  a) La relación de los órganos colegiados adscritos, las normas por las que se rigen los mismos, así como las 
actas de sus acuerdos. 
  b) Las delegaciones de competencias vigentes. 
  c) El inventario de organismos y entes públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, señalando 
para cada uno de ellos su régimen jurídico, económico, patrimonial, de recursos humanos y de contratación.  
 
Artículo 14. Información sobre altos cargos y sobre el funcionamiento del gobierno. 
 
 1. Sin perjuicio de la información señalada en el artículo anterior en relación con sus recursos humanos, las 
entidades e instituciones señaladas en el artículo 5 deberán hacer pública la siguiente información relativa a sus altos 
cargos 
 
  a) Su identificación. 
  b) Su perfil y trayectoria profesional, indicando expresamente los períodos de desempeño de puestos de alto 
cargo. El perfil contemplará los títulos académicos superados por los altos cargos. 
  c) Las funciones que tengan atribuidas. 
  d) La indicación de su pertenencia o participación institucional en consejos de administración de entidades 
públicas o en aquellos otros órganos colegiados de carácter administrativo o social de los que tenga la condición de 
miembro.  
  e) Las retribuciones de cualquier índole que perciban anualmente. 
  f) El importe de los gastos de representación autorizados al inicio de cada ejercicio y de los efectivamente 
realizados en el mismo.  
  g) Las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del cese en el cargo. 
  h) La documentación en materia de actividades, bienes e intereses que se contemple en la legislación regional 
sobre altos cargos, y sin perjuicio de la labor de vigilancia y control que al respecto corresponda a la Unidad de 
Conflictos de Intereses en la Administración regional. 
  i) Las agendas institucionales que tengan en el ejercicio de sus funciones, que se mantendrán públicas al 
menos durante un año.  
 
 2. La información anterior se extenderá a aquellos que, de acuerdo con la normativa en materia de altos cargos 
existente en la Administración Regional, tengan tal consideración, y, específicamente, a los máximos órganos directivos 
de su sector público, a aquellas personas que ejerzan la máxima responsabilidad en las entidades incluidas en el 
ámbito de aplicación de este título, así como a los diputados de la Asamblea Regional.  
 
 3. Por lo que se refiere al funcionamiento del gobierno, el Consejo de Gobierno de la Región de Murcia hará pública 
su actuación de acuerdo con lo siguiente:  
  
  a) Con carácter previo a la celebración de sus reuniones hará público el orden del día previsto para las mismas.  
  b) Celebradas sus sesiones, serán publicados en el Portal de Transparencia de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia los acuerdos de alcance general que se hayan aprobado, así como la información contenida en el 
expediente que se haya sometido a su consideración. 
  c) Lo señalado en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio del secreto o reserva de sus 
deliberaciones, debiendo las consejerías proponentes de asuntos sujetos a su deliberación determinar, con ocasión de 
la remisión del expediente al Consejo de Gobierno, la información respecto de la que deba mantenerse alguna reserva, 
de acuerdo con la normativa aplicable y con las instrucciones que se establezcan al respecto por la Comisión de 
Secretarios Generales.  
 
 4. De la misma forma, los órganos de gobierno de las entidades a las que se refiere este título harán pública la 
siguiente información: 
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  a) La existencia de códigos de buen gobierno. 
  b) Específicamente, en relación con su planificación estratégica, proporcionarán información relativa a los 
planes y programas anuales y plurianuales que aprueben, así como a los objetivos concretos fijados en los mismos. 
Publicarán, asimismo, las actividades, medios y tiempo previsto para su consecución, así como los indicadores de 
medida previstos, su grado de cumplimiento y los resultados obtenidos como consecuencia de las medidas previstas en 
dichos planes.  
  c) Finalmente, y sin perjuicio de la información a proporcionar como consecuencia del artículo 17, publicarán la 
información relativa a aquellas campañas de publicidad institucional que hubieran promovido o contratado y del gasto 
público realizado en ellas. 
 
Artículo 15. Información sobre relaciones con los ciudadanos y la sociedad.  
 
 Las entidades e instituciones referidas en el presente título publicarán la siguiente información: 
  
 a) Los mapas de sus respectivas webs, así como de aquellas otras webs o portales especializados de carácter 
sectorial. 
 b) El catálogo actualizado de los procedimientos y servicios administrativos de su competencia, con indicación de su 
objeto, trámites y plazos, así como, en su caso, de los formularios que los mismos tuvieran asociados. Se indicará de 
manera específica aquellos procedimientos que admitan, total o parcialmente, tramitación electrónica. 
 c) Las cartas de servicios aprobadas con la información sobre los servicios públicos gestionados o instrumentos 
análogos de compromisos a nivel de servicio, así como los informes sobre el grado de cumplimiento y calidad de los 
servicios públicos y aquella otra información disponible que permita su valoración. 
 d) Información sobre el procedimiento existente de quejas y sugerencias sobre el funcionamiento de los servicios. 
 e) El plan e informe anual del órgano directivo con competencias en materia de inspección de los servicios.  
 
Artículo 16. Información de relevancia jurídica. 
 
 1. Las Administraciones públicas de la Región de Murcia, en el ámbito de sus competencias y funciones, publicarán: 
 
  a) Los anteproyectos de ley cuando, tras la preceptiva elevación por la consejería competente, sean conocidos 
por el Consejo de Gobierno. Igualmente, publicarán los anteproyectos de ley y los proyectos de decretos legislativos 
una vez evacuados, en su caso, los dictámenes del Consejo Económico y Social de la Región de Murcia y del Consejo 
Jurídico de la Región de Murcia. Finalmente, se publicarán los proyectos de ley, los decretos legislativos y los decretos-
leyes tras su aprobación por el Consejo de Gobierno. 
  b) Los proyectos de reglamentos cuando, en su caso, se sometan al trámite de audiencia o información pública, 
y cuando se solicite, en su caso, el dictamen del Consejo Económico y Social de la Región de Murcia y el dictamen del 
Consejo Jurídico de la Región de Murcia. A estos efectos, la publicación de los proyectos de reglamentos no supondrá, 
necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública. 
  c) Las memorias, informes y dictámenes que conformen los expedientes de elaboración de los textos 
normativos señalados en los apartados anteriores, y, en especial, los dictámenes preceptivos del Consejo Jurídico y del 
Consejo Económico y Social, la memoria de análisis de impacto normativo referida en los artículos 46.3 y 53.1 de la Ley 
6/2004, de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente y del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia. 
  d) Aquellos documentos que, conforme a su legislación específica, deban ser sometidos en su tramitación a un 
período de información pública.  
  e) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas planteadas por los particulares u 
otros órganos, en la medida en que supongan una interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos. 
 
 2. A los efectos anteriores, la Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia publicará 
en el Portal de la Transparencia señalado en el artículo 11 el calendario legislativo de las normas que tenga previsto 
tramitar el Consejo de Gobierno, así como la relación actualizada de las normas legislativas y reglamentarias en curso, 
indicando su objeto y estado de tramitación. De la misma forma, mantendrá permanentemente actualizada y a 
disposición de la ciudadanía en el citado portal la normativa vigente de la Comunidad Autónoma. 
 
 3. Igualmente, la Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia publicará una relación 
de las competencias y traspasos de funciones y servicios asumidos por la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, así como una relación de las competencias delegadas por ésta en los municipios. 
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Artículo 17. Información sobre contratos y convenios. 
 
 1. En relación con los contratos públicos, las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación de este 
título harán pública la siguiente información: 
 
  a) Todos los contratos, con indicación de su objeto, duración, el importe de licitación y de adjudicación, el 
procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha publicitado, el 
número de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad del adjudicatario. 
  b) Las modificaciones y prórrogas, así como aquellos procedimientos que han quedado desiertos, los 
supuestos de resolución o declaración de nulidad, así como los supuestos de revisiones de precios y cesión de 
contratos.  
  c) Las decisiones de desistimiento y renuncia y las subcontrataciones que se realicen con mención de los 
subcontratistas. 
  d) Los datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen presupuestario de contratos adjudicados a través de 
cada uno de los procedimientos previstos en la legislación de contratos del sector público, así como del número de 
contratos adjudicados por cada uno de los procedimientos. 
 
 2. En relación con los contratos menores, la publicación podrá realizarse trimestralmente, indicando, al menos, la 
información relativa al adjudicatario, al importe y al objeto del contrato. 
 
 3. Específicamente, en relación con los proyectos y obras de infraestructura más importantes, las administraciones 
públicas de la Región de Murcia proporcionarán información acerca de los contratos formalizados, indicando el objeto 
de la obra, el contratista, el plazo de ejecución y las fechas de inicio y de finalización previstas. Asimismo, 
proporcionarán información sobre los trámites realizados y los pendientes en aquellos proyectos de obra que se 
encontrasen pendientes de ejecución.  
 
 4. Las entidades señaladas en el artículo 6 publicarán información sobre los contratos celebrados con las entidades 
e instituciones a las que se refiere el ámbito subjetivo de este título.  
 
 5. Las obligaciones de transparencia anteriores se entienden sin perjuicio de la publicidad que se derive de la 
normativa en materia de contratos del sector público.  
 
 6. En materia de convenios, las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación previsto en este título 
publicarán la información relativa a los convenios suscritos, con indicación, al menos, de lo siguiente: 
 
  a) Las partes firmantes. 
  b) Su objeto y plazo de duración. 
  c) Las modificaciones y prórrogas realizadas. 
  d) Las prestaciones a que se obliguen las partes y, específicamente, las obligaciones económicas que, en su 
caso, se hubieran acordado.  
 
 7. Las personas y entidades previstas en este título publicarán íntegramente los documentos relativos a: 
  a) Los contratos-programa suscritos entre los entes y las consejerías a las que estén adscritos, así como los 
informes periódicos de evaluación de cumplimiento de objetivos. 
  b) Los contratos de gestión suscritos, dentro de un mismo Ente o con terceros, así como los informes 
periódicos de seguimiento y evaluación. 
  c) Las encomiendas por las que se encarguen a otros entes, la realización de determinados trabajos, obras o 
servicios, así como los informes periódicos de seguimiento y evaluación. 
  d) Cualquier otra forma de relación de los entes del sector público regional entre sí o con la Administración 
pública, por la que generen derechos y obligaciones mutuas y recíprocas. 
 
 8. En materia de concesión de servicios públicos, y con el fin de ayudar a garantizar una prestación de calidad, la 
Administración Pública recogerá en los pliegos de cláusulas administrativas las previsiones necesarias para garantizar, 
como mínimo, a las personas usuarias, los siguientes derechos: 
  a) A obtener información sobre las condiciones de prestación del servicio público. 
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  b) A presentar quejas sobre el funcionamiento del servicio, que habrán de ser contestadas de forma motivada e 
individual. 
  c) A obtener copia sellada de todos los documentos que presenten en las oficinas de la concesionaria, en 
relación con la prestación del servicio. 
  d) A exigir de la Administración del ejercicio de sus facultades de inspección, control y en su caso, sanción, 
para subsanar las irregularidades en la prestación del servicio. 
  e) A ser tratadas con respeto al principio de igualdad en el uso del servicio sin que pueda existir discriminación, 
ni directa ni indirecta, por razones de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social. 
 
Artículo 18. Información sobre subvenciones. 
 
 1. Con independencia de la publicidad derivada de la normativa aplicable en materia de subvenciones, y de manera 
adicional a esta, la Administración pública de la Región de Murcia publicará en el Portal de Transparencia al que se 
refiere el artículo 11 las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación del tipo de subvención, órgano 
concedente, importe, beneficiarios, así como su objetivo o finalidad. 
 
 2. El Portal de Transparencia de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia podrá explotar la información 
derivada de la base de datos a la que se refiere el artículo 15 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia e incluirá la información mencionada en el apartado anterior. 
 
 3. Por el contrario, no se proporcionará información en el Portal de Transparencia de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia de las subvenciones siguientes:  
 
  a) Cuando la publicación de los datos del beneficiario en razón del objeto de la subvención pueda ser contraria 
al respeto y salvaguarda del honor, la intimidad personal y familiar de las personas físicas en virtud de lo establecido en 
la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen, y haya sido así previsto en su normativa reguladora. 
  b) Cuando se trate de subvenciones cofinanciadas con fondos agrícolas europeos, que se regirán, en lo que se 
refiere a la publicación de la información sobre sus beneficiarios, por lo dispuesto en los artículos 111 y 112 del 
Reglamento (UE) núm. 1306/2013 del Parlamento y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, sobre la financiación, 
gestión y seguimiento de la Política Agrícola Común. 
 
 4. Las bases reguladoras de las subvenciones, o el instrumento mediante el que se articulen las mismas harán 
mención expresa del régimen de publicidad al que se refiere este artículo.  
 
 5. El Portal de la Transparencia de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia proporcionará, asimismo, en 
relación con las subvenciones la información siguiente:  
  a) Información acerca del Plan Estratégico de Subvenciones al que se refiere el artículo 5 de la Ley 7/2005, de 
18 de noviembre, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, de los informes de evaluación 
a los que se refiere el artículo 7 de la citada norma, así como de sus posibles modificaciones. 
  b) Información estadística acerca del importe global de las subvenciones concedidas, así como del volumen 
presupuestario de las subvenciones concedidas en régimen de concurrencia competitiva y de las subvenciones 
concedidas de forma directa.  
 
 6. Las entidades señaladas en el artículo 6 estarán obligadas a publicar información sobre aquellas subvenciones 
que les hubieran sido concedidas por las entidades e instituciones a las que se refiere el ámbito subjetivo de este título.  
 
Artículo 19. Información presupuestaria, económico-financiera, patrimonial y en materia de ordenación del 
territorio y medio ambiente.  
 
 1. Las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación de este título deberán, en su caso, hacer 
pública, como mínimo, la información de los extremos que se indican a continuación: 
 
  a) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e información actualizada y 
comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y 
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sostenibilidad financiera de las administraciones públicas y la información de las actuaciones de control en los términos 
que se establezcan reglamentariamente. 
  b) Los créditos extraordinarios y suplementos de créditos, en su caso, aprobados. 
  c) Las cuentas anuales que deban rendirse, y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización por parte 
de los órganos de control externo que sobre ellas se emitan. 
  d) Información básica sobre la financiación de la Comunidad Autónoma con indicación de los diferentes 
instrumentos de financiación. 
  e) Información acerca de la deuda pública de la Administración con indicación de su evolución, del 
endeudamiento por habitante y del endeudamiento relativo. 
  f) Información estadística de naturaleza tributaria relativa a los tributos cuya gestión corresponda a la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
  g) La relación de los bienes inmuebles que sean de su propiedad o sobre los que ostenten algún derecho real. 
  h) El Inventario General al que se refiere el artículo 13 de la Ley 3/1992, de 30 de julio, de Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
 
 2. Asimismo, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia publicará la información que esté en su poder relativa 
a: 
  a) Los instrumentos de ordenación del territorio y planes urbanísticos, que contendrá como mínimo la estructura 
general de cada municipio, la clasificación y calificación del suelo, la ordenación del suelo con el grado de detalle 
adecuado, las infraestructuras planteadas en cada localidad y la normativa urbanística. 
  b) La información geográfica, económica y estadística de elaboración propia cuya difusión sea más relevante 
para el conocimiento general, facilitando las fuentes, notas metodológicas y modelos utilizados. 
  c) La información medioambiental que deba hacerse pública de conformidad con la normativa vigente. 
 
Artículo 20. Ampliación de las obligaciones de publicidad activa. 
 
 1. Con independencia de las obligaciones de publicidad activa señaladas en los artículos anteriores, se fomentará la 
publicación de cualquier otra información pública que se considere de interés para la ciudadanía y, en particular, de 
aquella cuyo acceso se solicite con mayor frecuencia. 
 
 2. De acuerdo con el carácter mínimo de las obligaciones de transparencia señaladas en el artículo 8.2, en el ámbito 
de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y sus organismos públicos, el Consejo 
de Gobierno, a iniciativa de la consejería competente en materia de transparencia y participación ciudadana, podrá, 
mediante acuerdo, ampliar las obligaciones señaladas en el presente capítulo que deban ser objeto de publicación en el 
Portal de Transparencia de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
 
Artículo 21. Apertura de datos y condiciones de reutilización de la información. 
 
 1. De acuerdo con los principios de interoperabilidad y de reutilización establecidos en el artículo 3 y con lo señalado 
en el artículo 9.2, las entidades e instituciones públicas afectadas por esta ley promoverán las acciones necesarias para 
publicar de forma electrónica y reutilizable los datos públicos de libre disposición que obrasen en su poder, de forma 
que se permita a los ciudadanos un mayor conocimiento de su actividad y se facilite la creación de productos o servicios 
de información basados en estos datos que aporten valor añadido a esa información. 
 
 2. La publicación de los datos señalados en el apartado anterior, que deberá suministrarse mediante estándares 
abiertos que permitan su uso libre y gratuito, en los términos establecidos en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, se realizará respetando las restricciones de privacidad, seguridad 
o propiedad que los mismos pudieran tener y, en cualquier caso, previa disociación de los datos de carácter personal 
contenidos en los mismos, de acuerdo con el artículo 9.3.  
 
 3. La reutilización de la información señalada en el apartado anterior se realizará sin necesidad de autorización 
previa y respetando los límites establecidos en el ordenamiento jurídico y, especialmente, los derivados de la Ley 
37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público, y demás normativa vigente en la 
materia. En todo caso, deberá garantizarse que el contenido de la información no será alterado ni desnaturalizado, así 
como que se cite la procedencia de los datos y la fecha a la que se refieren los mismos. 
 
Artículo 22. Control. 
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 1. El cumplimiento por parte de las entidades e instituciones a las que se refiere este capítulo de las obligaciones de 
publicidad señaladas en los artículos anteriores será objeto de control por parte del Consejo de la Transparencia de la 
Región de Murcia. 
 
 2. El Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia podrá efectuar, por iniciativa propia o como consecuencia 
de denuncias, requerimientos para la subsanación de los incumplimientos que pudieran producirse de las obligaciones 
establecidas en este capítulo. 
 

Capítulo III 
Derecho de acceso a la información pública 

 
Artículo 23. Derecho de acceso a la información pública. 
 
 1. De acuerdo con el artículo 4, todas las personas, tanto a título individual como en representación de cualquier 
persona jurídica, tienen derecho a acceder a la información pública en los términos previstos en el artículo 105.b) de la 
Constitución española, en la legislación básica estatal y en esta ley, mediante su solicitud previa, que no tendrá 
necesidad de ser motivada y sin más limitaciones que las derivadas de lo establecido en la legislación básica estatal. 
 
 2. Serán de aplicación al derecho de acceso las regulaciones especiales recogidas en la disposición adicional 
primera de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información y buen gobierno. 
 
Artículo 24. Obligaciones derivadas del derecho de acceso. 
 
 1. Las entidades e instituciones a las que se refiere el artículo 5 estarán sujetas al cumplimiento de la legislación 
básica estatal, así como a lo previsto en esta ley en materia de derecho de acceso a la información pública, quedando 
obligadas a lo siguiente: 
 
  a) A publicar las condiciones del derecho de acceso a la información pública, el procedimiento para su ejercicio 
y el órgano competente para resolver. En la Administración regional las condiciones de acceso, que se realizarán 
mediante cuadros de clasificación y valoración de series documentales, serán publicadas en el Boletín Oficial de la 
Región de Murcia por la consejería competente en materia de transparencia, previo informe de la consejería 
competente en materia de archivos. 
  b) A asesorar a las personas que deseen ejercer su derecho de acceso para su correcto ejercicio, facilitando la 
orientación necesaria para asistirles en la búsqueda de la información que solicitan, indicándoles, en su caso, los 
órganos que posean la misma. El personal al servicio de las entidades señaladas tendrá el deber de prestar el auxilio y 
la colaboración que a tal efecto se les solicite. 
  c) A facilitar la información solicitada en los plazos y en la forma y formato elegido, de acuerdo con lo 
establecido en este capítulo.  
 
 2. De acuerdo con el principio de accesibilidad señalado en el artículo 3, toda la información estará a disposición de 
las personas con discapacidad en una modalidad accesible, debiendo ser suministrada por medios o en formatos 
adecuados que resulten accesibles y comprensibles. 
 
Artículo 25. Límites al derecho de acceso a la información pública. 
 
 1. Será de aplicación al derecho de acceso el régimen de los límites a tal derecho establecido en el artículo 14 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información y buen gobierno.  
 
 2. Si la información solicitada contuviera datos de carácter personal se estará a lo establecido en el artículo 15 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal. 
 
 3. En el supuesto que alguno de los límites a los que se refiere el apartado primero de este artículo no afectase a la 
totalidad de la información solicitada, se otorgará, siempre que sea posible, el acceso parcial a la información pública, 
omitiendo la información afectada por la limitación, circunstancia que será indicada al solicitante en la resolución. No se 
procederá al acceso parcial anterior cuando del mismo se derivase una información distorsionada o carente de sentido. 
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Artículo 26. Procedimiento de acceso. 
 
 1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se regirá por lo establecido en la legislación básica 
estatal y por lo dispuesto en los siguientes apartados. 
 
 2. Se fomentará por las entidades e instituciones incluidas en el artículo 5 la presentación, tramitación y resolución 
telemática de las solicitudes de acceso, salvo que el solicitante hubiera manifestado su preferencia por otro medio. En 
todo caso, las entidades e instituciones anteriores deberán, al menos, tener disponibles en sus respectivas sedes 
electrónicas, portales o páginas web, los modelos normalizados de solicitud para el ejercicio de tal derecho. 
 
 3. En el ámbito de la Administración general de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, el desarrollo 
normativo del procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública corresponderá a la 
Consejería competente en materia de transparencia. 
 
 4. Las solicitudes podrán ser inadmitidas a trámite, previa resolución motivada, que deberá ser notificada al 
solicitante en el plazo máximo de 20 días desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver, por 
alguna de las causas de inadmisión establecidas en la legislación básica, aplicándose, asimismo, las siguientes reglas: 
 
  a) Cuando la inadmisión de la solicitud de acceso se fundamente en que la información se encuentra en curso 
de elaboración o de publicación general, la denegación del acceso deberá indicar expresamente el órgano que se 
encuentra elaborando dicha información y el tiempo estimado para su conclusión y puesta a disposición. 
  b) En el supuesto de inadmisión de solicitudes de acceso basadas en el carácter auxiliar o de apoyo de la 
información solicitada, no podrá considerarse que tienen tal carácter los informes de naturaleza preceptiva.  
  c) No se considerará que se produce el supuesto de inadmisión basado en la necesidad de reelaborar la 
información solicitada para su acceso, cuando la misma pueda obtenerse mediante un tratamiento informatizado de uso 
corriente. 
 
 5. Serán competentes para la resolución del procedimiento de acceso los siguientes órganos: 
 
  a) En el ámbito de la Administración general de la Comunidad Autónoma, el titular de la consejería que sea 
competente por razón de la materia a la que se refiera la información solicitada y se encuentre en posesión de tal 
información.  
  b) Si la solicitud de información hubiera sido dirigida al Consejo de Gobierno, será competente el titular de la 
consejería que asuma las funciones que el artículo 12 de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente 
y del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia, atribuye a la Secretaría General de la Presidencia. 
  c) En los organismos públicos serán competentes sus presidentes. 
  d) En el resto de entidades a las que se refiere el artículo 5 serán competentes los órganos que determinen sus 
normas estatutarias o de régimen de funcionamiento o, en su defecto, el órgano máximo que tenga atribuidas funciones 
decisorias. Lo anterior se entiende sin perjuicio de la autonomía institucional reconocida a la Asamblea Regional, al 
Consejo Jurídico de la Región de Murcia, al Consejo Económico y Social de la Región de Murcia y a las universidades 
públicas para determinar el órgano competente para resolver tales solicitudes. 
 
Artículo 27. Formalización del acceso a la información pública. 
 
 1. La formalización del derecho de acceso se regirá por lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información y buen gobierno, y por las reglas contenidas en los siguientes 
apartados.  
 
 2. Cuando se estimen, total o parcialmente, las solicitudes de acceso, se adjuntará a la resolución la información 
solicitada en la forma y formato elegidos.  
 
 3. Si no fuera posible entregar la información en la forma y formato elegidos, se indicará en la resolución la forma o 
formato en que se producirá el acceso, el plazo concedido para ello y las circunstancias en que habrá de producirse, 
garantizando, en todo caso, la efectividad del derecho y el acceso a la integridad de la información.  
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 4. A los efectos de lo señalado en el apartado anterior, serán causas que determinen la imposibilidad de 
proporcionar la información en la forma o formato solicitado las siguientes: 
 
  a) Que el tamaño, información o formato de la información lo impidieran. 
  b) Que la información ya hubiera sido difundida con anterioridad en otra forma o formato mediante el cual el 
solicitante pudiera acceder fácilmente a la información requerida, debiendo, en este supuesto, adjuntársela en la 
resolución en el formato disponible o indicar en la misma dónde y cómo acceder a la información. 
  c) Que el acceso en la forma o formato solicitados pudiera ocasionar la pérdida o deterioro del soporte original. 
  d) Que no existiera equipo técnico disponible para realizar la copia en el formato requerido. 
  e) Que el acceso pudiera afectar al derecho de propiedad intelectual. 
  f) Que existiera otra forma o formato de acceso más sencillo o económico para el erario público.  
 
 5. Cuando el acceso se realice de manera presencial en un archivo o dependencia pública, quienes accedan a la 
información deberán cumplir las condiciones y requisitos materiales de acceso que se hubieran señalado en la 
resolución. Deberán, asimismo, respetar las condiciones de reutilización de la información señaladas en el artículo 21.  
 
 6. De acuerdo con el principio de gratuidad mencionado en el artículo 3, con carácter general, será gratuito el 
acceso de la información solicitada en el sitio en que se encuentre la misma, así como la entrega de información por 
correo electrónico u otros medios electrónicos. La expedición de copias y la transposición a formatos diferentes del 
original en que se contenga la información podrá someterse al pago de una cantidad, de acuerdo con lo que al respecto 
disponga el Decreto Legislativo 1/2004, de 9 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Tasas, 
Precios Públicos y Contribuciones Especiales. 
 
 7. En todo caso, las entidades e instituciones obligadas por esta ley publicarán y pondrán a disposición de los 
solicitantes el listado de las tasas y precios públicos que sean de aplicación a tales solicitudes, así como los supuestos 
en los que no proceda pago alguno. 
 
Artículo 28. Recursos y reclamaciones frente a las resoluciones. 
 
 1. Las resoluciones expresas o presuntas dictadas en materia de acceso a la información pública son directamente 
recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa, sin perjuicio de la reclamación a la que se refieren los 
apartados siguientes. 
 
 2. Con carácter potestativo, y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa, podrá interponerse 
reclamación ante el Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia. Esta reclamación se regirá por lo establecido 
en el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información y buen gobierno, y por 
lo previsto en esta ley. No cabrá formular esta reclamación contra las resoluciones expresas o presuntas dictadas por 
las instituciones señaladas en el artículo 5, apartados 1 d) y 2. 
 
 3. Las resoluciones del Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia se publicarán, previa disociación de los 
datos de carácter personal que contuvieran, por medios electrónicos y en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, una vez se hayan notificado a los interesados. El titular de la presidencia del Consejo de la 
Transparencia de la Región de Murcia comunicará al Defensor del Pueblo las resoluciones que dicte en aplicación de 
este artículo. 
 

TÍTULO III 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 
Artículo 29. Ámbito objetivo y subjetivo de aplicación.  
 
 1. El presente título tiene por objeto regular las condiciones para promover la participación de los ciudadanos, ya sea 
de forma individual o colectiva, en la elaboración, ejecución y evaluación de las políticas públicas, así como la 
participación en los ámbitos cívico, político, cultural y económico. 
 
 2. Lo dispuesto en este título es de aplicación a: 
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  a) La Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y las entidades integrantes de 
su sector público. 
  b) A los ciudadanos que, de acuerdo con el artículo sexto de la Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto 
de Autonomía para la Región de Murcia, gocen de la condición política de murcianos, así como a las entidades 
ciudadanas, entendiendo por tales a aquellas entidades con personalidad jurídica o sin ella, cuyo ámbito de actuación 
principal sea el territorio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia definido en el artículo tercero de la citada 
ley orgánica.  
 
 3. Reglamentariamente, se desarrollarán las medidas necesarias para fomentar y facilitar la participación efectiva de 
los ciudadanos murcianos residentes en el exterior.  
 
Artículo 30. Finalidad y articulación de la participación. 
 
 1. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia impulsará la participación y la 
colaboración de la ciudadanía y de la sociedad civil organizada en los asuntos públicos, con la finalidad de conseguir 
que cualquier intervención sobre los asuntos públicos resulte satisfactoria, duradera e inclusiva. 
 
 2. El derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos implicará, en los términos que se determinen de 
conformidad con la normativa aplicable y a los efectos de esta ley: 
 
  a) El derecho a participar en la planificación, seguimiento y la evaluación de los programas y políticas públicas. 
  b) El derecho a participar de manera efectiva en la elaboración, modificación y revisión de anteproyectos de ley, 
disposiciones de carácter general, planes, programas y otros instrumentos de planificación en los que se prevea su 
participación, así como a acceder a información relevante sobre estos últimos. 
  c) El derecho a promover iniciativas normativas. 
  d) El derecho a formular alegaciones y observaciones en los trámites de exposición o audiencia pública que 
legalmente se abran para ello. 
  e) El derecho a aportar propuestas de actuación o sugerencias de mejora de la calidad de los servicios 
públicos. 
  f) El derecho a ser informado sobre los distintos instrumentos de participación y colaboración ciudadanas 
existentes.  
  g) El derecho a que se haga público el resultado definitivo del procedimiento en el que haya participado.  
 
 3. En el ejercicio de estos derechos en materia de participación ciudadana, la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia deberá garantizar el cumplimiento del principio de accesibilidad al que se 
refiere el artículo 3, asegurando, asimismo, las condiciones para una inclusión social plena a través de la promoción de 
la igualdad de trato entre los ciudadanos, así como de los diversos colectivos y grupos sociales, permanentes o no, que  
manifiesten interés. A tal fin, articulará procesos participativos que, mediante su difusión pública, posibiliten el debate y 
contraste desde diferentes puntos de vista e intereses, busquen consensos y motiven sus conclusiones y las decisiones 
adoptadas. 
 
 4. Lo previsto en este título no sustituye, en ningún caso, ni afecta a cualquier otra disposición que amplíe los 
derechos de participación o colaboración ciudadanas reconocidos por la legislación vigente. Igualmente, el contenido de 
este título no supone alteración de la participación ciudadana de carácter orgánico derivada de la Ley 9/1985, de 10 de 
diciembre, de los Órganos Consultivos de la Administración Regional, o de las funciones de asesoramiento y asistencia 
técnica que, en su caso, desarrollen los consejos técnicos consultivos y los comisionados regionales en virtud de la Ley 
2/1996, de 16 de mayo, por la que se regulan tales órganos.  
 
 5. Reglamentariamente, se desarrollarán las garantías y derechos de los ciudadanos en los procesos participativos, 
así como la planificación de la Administración regional en materia de participación ciudadana. 
 
Artículo 31. Fomento de la participación ciudadana. 
 
 1. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia llevará a cabo programas de 
sensibilización y formación tanto para la ciudadanía en general como para los empleados públicos a su servicio, con el 
fin de dar a conocer la finalidad y funcionamiento de los distintos procedimientos e instrumentos de participación 
previstos, así como para promover su utilización.  
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 2. La Administración regional fomentará la participación mediante medios electrónicos. A tal efecto, fomentará el uso 
de las tecnologías de la información y la comunicación que resulten idóneas en Internet, además de los instrumentos 
deliberativos presenciales, y de otros como diagnósticos, encuestas y sondeos de opinión, foros de consulta y espacios 
de debate, paneles ciudadanos, dispositivos de telecomunicaciones móviles y cuantos instrumentos resulten 
pertinentes. 
 
 3. Con el fin de articular la participación mediante medios electrónicos señalada en el apartado anterior, la 
Administración regional impulsará la creación de una plataforma tecnológica de participación ciudadana de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, cuya titularidad, gestión y administración corresponderá a la 
Administración regional a través de la consejería competente en materia de participación ciudadana. 
 
 4. La plataforma tecnológica de participación ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
permitirá difundir y gestionar los instrumentos de participación ciudadana previstos en este título a través de Internet, y 
promover canales que permitan a la sociedad interactuar con la Administración regional en el diseño y evaluación de 
políticas públicas. Esta plataforma dará soporte telemático tanto a los procesos participativos descritos en la presente 
título como a aquellos otros procesos a escala municipal que sean promovidos por las corporaciones locales en los 
términos de la colaboración que se desarrolle con aquellas. 
 
Artículo 32. Censo de participación ciudadana de la Región de Murcia. 
 
 1. Se crea el Censo de participación ciudadana de la Región de Murcia, en el que podrán inscribirse voluntariamente 
los ciudadanos que deseen participar en los procesos previstos en este título, así como aquellas entidades y colectivos, 
con estructura permanente o coyuntural y de ámbito general o sectorial, que soliciten su inscripción.  
 
 2. La inscripción en este censo supone ser informados de manera detallada de cualquier mecanismo participativo de 
los recogidos en esta ley al objeto de ejercitar plenamente sus derechos, sin que ello suponga la exclusión de otras 
personas u otros grupos o entidades representativas de intereses no inscritas. 
 
 3. El censo tiene carácter público y estará adscrito a la consejería competente en materia de participación 
ciudadana. 
 
 4. Reglamentariamente, se determinará la estructura y funcionamiento del censo, los requisitos de inscripción, el 
contenido de sus asientos, las formas de acceso y la coordinación con las consejerías promotoras de los 
correspondientes instrumentos de participación ciudadana. 
 
Artículo 33. Instrumentos de participación ciudadana. 
 
 1. Los derechos y garantías reconocidos en este título se materializan por medio de diferentes instrumentos de 
participación ciudadana. Estos instrumentos son los cauces, mecanismos, medidas y procesos destinados a legitimar, 
encauzar y estructurar la participación ciudadana en las políticas públicas. 
 
  2. Sin perjuicio de otras formas e instrumentos de participación que reglamentariamente se determinen, se 
articularán cuatro instrumentos de participación ciudadana básicos, en función de su diferente nivel de intensidad: 
 
   a) Aportaciones ciudadanas: constituyen el instrumento de participación más básico mediante el que se 
recogerá y publicará la opinión, queja, propuesta o sugerencia de los ciudadanos sobre cualquier temática genérica de 
su interés relacionada con las políticas públicas o con la gestión pública, a través de un canal abierto en Internet.  
   b) Consultas públicas: mediante este instrumento la Administración regional sondeará y recabará la opinión y 
sugerencias de los ciudadanos sobre iniciativas concretas del gobierno, a través de instrumentos telemáticos 
estructurados, en plazo y forma. 
   c) Iniciativas ciudadanas: mediante estas iniciativas los ciudadanos podrán solicitar de la Administración 
regional que inicie un procedimiento de regulación o actuación en relación a una temática concreta, siempre que reúna 
un mínimo de 6.000 firmas entre los ciudadanos de la Región de Murcia. Las iniciativas ciudadanas, que irán dirigidas a 
la consejería competente por razón de la materia, deberán versar sobre competencias de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y no podrán, en ningún caso, referirse a materias excluidas de la iniciativa legislativa popular.  
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   d) Procesos de deliberación participativa: mediante estos procesos, a iniciativa de la propia Administración 
regional, se implicará a los ciudadanos y a la sociedad civil en el diseño y evaluación de diferentes políticas públicas, 
así como en la elaboración de disposiciones normativas de carácter general, mediante procesos planificados que, 
combinando aspectos presenciales y telemáticos, podrán incluir diferentes fases de información, debate o retorno de la 
participación correspondiente.  
 
  3. Los resultados de la participación derivada de los instrumentos señalados en el apartado anterior serán públicos, 
indicándose los motivos y consideraciones de las propuestas aceptadas o rechazadas, en su caso.  
 
  4. Reglamentariamente, se desarrollará el régimen aplicable a cada instrumento de participación ciudadana, así 
como los criterios para su utilización de manera efectiva, de forma que se alcance al máximo de población posible y a 
los grupos sociales y colectivos de interés, con la menor dificultad, y de forma proporcionada a la importancia y 
complejidad del plan, programa o proyecto, documento o disposición. Podrá preverse que, en función de la importancia 
y complejidad del plan, programa o proyecto, puedan graduarse los plazos, grados de implicación y nivel de decisión, 
así como los efectos de la participación. 
 
 

TÍTULO IV 
ORGANIZACIÓN Y FOMENTO DE LA TRANSPARENCIA Y LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA 

ADMINISTRACIÓN REGIONAL 
Capítulo I 

Organización de la transparencia y la participación ciudadana en la Administración regional 
 
Artículo 34. Funciones del titular de la consejería competente en materia de transparencia y participación 
ciudadana.  
 
 1. Corresponde al titular de la consejería competente en materia de transparencia y participación el diseño, 
ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas de transparencia y participación ciudadana que se desarrollen por 
el Consejo de Gobierno conforme a lo dispuesto en esta ley.  
 
 2. En concreto, en materia de transparencia le compete el ejercicio de las siguientes funciones: 
 
  a) Desarrollar la planificación de medidas que en materia de transparencia haya efectuado la comisión a la que 
se refiere el artículo siguiente.  
  b) Elaborar un informe anual sobre el cumplimiento en la Administración regional de las obligaciones en materia 
de transparencia derivadas de esta ley, que será elevado al Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia. 
  c) Dirigir los contenidos informativos del Portal de Transparencia de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, así como su oportuna actualización.  
  d) Elevar al Consejo de Gobierno las propuestas de acuerdo que amplíen los contenidos de publicidad activa 
previstos en esta ley, incluyendo entre tales contenidos aquella información cuyo acceso se solicite con más frecuencia.  
  e) Ejecutar y realizar el seguimiento, en coordinación con la consejería competente en materia de atención al 
ciudadano y de informática, de todas aquellas actuaciones que sean necesarias para el ejercicio del derecho de acceso 
a la información pública en los términos previstos en esta ley. 
  f) Cuantas otras funciones sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de las disposiciones de esta 
ley en materia de transparencia. 
 
 3. En materia de participación ciudadana le corresponden, asimismo, las siguientes funciones:  
 
  a) Diseñar, gestionar y evaluar los instrumentos de participación ciudadana previstos en esta ley. 
  b) Proponer medidas de participación ciudadana a las diferentes consejerías y organismos de la Administración 
regional, así como impulsar su tramitación y supervisar las actuaciones de implantación de tales medidas. 
  c) Fomentar una cultura de participación en la sociedad.  
  d) Cualesquiera otras funciones que se encuentren relacionadas con este ámbito o que le sean atribuidas por la 
normativa en la materia.  
 
Artículo 35. Comisión Interdepartamental para la Transparencia en la Región de Murcia. 
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 1. En el ámbito de la Administración general de la Comunidad Autónoma y de sus organismos públicos, se crea la 
Comisión Interdepartamental para la Transparencia en la Región de Murcia que ejercerá las siguientes funciones: 
 
  a) Impulsar y coordinar en la Administración regional la implementación de las medidas que en materia de 
transparencia se derivan de esta ley.  
  b) Planificar las medidas que en materia de transparencia han de seguir las distintas consejerías, y efectuar el 
seguimiento de su implantación. 
  c) Dictar instrucciones y fijar criterios tanto respecto a la implementación de la publicidad activa como en 
relación al seguimiento de la planificación operativa que se desarrolle en materia de transparencia. 
  d) Conocer el informe al que se refiere la letra b) del apartado 2 del artículo anterior y formular observaciones al 
mismo con carácter previo a su elevación al Consejo de la Transparencia. 
  e) Cualesquiera otras que le sean encomendadas.  
 
 2. La composición de la Comisión Interdepartamental, sin perjuicio de lo señalado en el apartado 3, será la siguiente: 
 
  a) Presidente: El titular de la consejería competente en materia de transparencia y participación ciudadana. 
  b) Vicepresidente: El titular de la dirección general competente en materia de transparencia y participación 
ciudadana. 
  c) Vocales: Los titulares de las secretarías generales de todas las consejerías, así como los titulares de las 
direcciones generales competentes en materia de informática, en materia de atención al ciudadano y en materia de 
archivos.  
  d) Secretario: El titular de la oficina a la que se refiere el artículo siguiente.  
 
 3. La Comisión fijará sus propias normas de funcionamiento en las que se indicarán los titulares de los órganos 
directivos que, al margen de los señalados en el apartado anterior, deban formar parte de la misma.  
 
Artículo 36. Oficina de la Transparencia y la Participación Ciudadana de la Administración Pública de la Región 
de Murcia.  
 
 1. Se crea la Oficina de la Transparencia y la Participación Ciudadana de la Administración Pública de la Región de 
Murcia como órgano administrativo integrado en la consejería competente en materia de transparencia y participación 
ciudadana, a través del órgano directivo competente en esta materia, que ejercerá las funciones señaladas en el 
apartado siguiente.  
 
 2. Son funciones de la Oficina de la Transparencia y la Participación Ciudadana de la Administración Pública de la 
Región de Murcia las siguientes: 
 
  a) La dirección técnica de los contenidos del Portal de Transparencia de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia. 
  b) La gestión de la Plataforma de Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
  c) La relación de carácter horizontal con los distintos órganos directivos de las consejerías y organismos 
públicos para el desarrollo y ejecución de las medidas de transparencia y participación. 
  d) La coordinación y el asesoramiento técnico a los órganos referidos en el apartado 2 del artículo siguiente. 
  e) Elaborar informes periódicos sobre la calidad, claridad y accesibilidad de la información pública más 
demandada presente en los sitios web de las diferentes consejerías y organismos de la Administración regional. 
  f) La llevanza de un registro de las solicitudes de acceso a la información presentadas en la Administración 
regional. 
  g) La gestión del Censo de participación ciudadana de la Región de Murcia. 
  h) El apoyo y asistencia técnica a la comisión señalada en el artículo anterior, así como la preparación de los 
trabajos necesarios para sus reuniones. 
  i) Cualesquiera otras que se le encomienden.  
 
Artículo 37. Adecuación de la estructura a las obligaciones de publicidad activa y de derecho de acceso. 
 
 1. Las entidades e instituciones reseñadas en el artículo 5.1 atribuirán a un órgano de su estructura las funciones de 
promoción y difusión de la transparencia y publicidad activa, así como las de recibir, tramitar y resolver las solicitudes 
de acceso a la información. 
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 2. En la Administración regional las diferentes consejerías atribuirán a una unidad dependiente de la vicesecretaría 
las funciones señaladas en el apartado anterior en el ámbito de la respectiva consejería y de sus organismos adscritos.  
 
 3. En particular, los órganos referidos en los apartados anteriores tendrán las siguientes funciones:  
  
  a) Facilitar la aplicación, en sus respectivos ámbitos de actuación, de los criterios e instrucciones que se 
establezcan por los órganos señalados en los artículos anteriores o como consecuencia de la actuación del Consejo de 
la Transparencia al que se refiere el capítulo II de este título. 
  b) Recabar y difundir la información pública a la que hace referencia esta ley, preparando los contenidos que, 
de acuerdo con su ámbito de actuación, deban ser objeto de publicidad activa. 
  c) Tramitar las solicitudes de información. 
  d) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la información solicitada. 
  e) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información. 
 

Capítulo II 
Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia 

 
Artículo 38. Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia. 
 
 1. Se crea el Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia como órgano independiente de control en materia 
de transparencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, que velará por el cumplimiento de las 
obligaciones de publicidad activa y garantizará el derecho de acceso a la información pública.  
 
 2. El Consejo actuará con objetividad, profesionalidad, sometimiento al ordenamiento jurídico y plena independencia 
orgánica y funcional de las administraciones públicas en el ejercicio de sus competencias. 
 
 3. Su relación con la Administración regional se llevará a cabo a través de la consejería competente en materia de 
transparencia. 
 
 4. Son funciones del Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia las siguientes: 
 
  a) Ejercer el control sobre la publicidad activa en los términos previstos en el artículo 22. 
  b) Conocer de las reclamaciones que se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 
acceso a la información. 
  c) Informar preceptivamente los proyectos normativos que, en materia de transparencia, desarrollen esta ley o 
estén relacionados con esta materia. 
  d) Conocer del informe anual al que se refiere el artículo 34.2, letra b). 
  e) Evaluar el grado de aplicación y cumplimiento de las obligaciones en materia de transparencia por parte de 
las entidades e instituciones sujetas a ellas, pudiendo formular recomendaciones para el mejor cumplimiento de tales 
obligaciones. 
  f) Resolver las consultas que se formulen en materia de publicidad activa y derecho de acceso por las 
entidades e instituciones señaladas en la letra anterior. 
  g) Adoptar criterios de interpretación uniforme de las obligaciones establecidas en la presente ley.  
  h) Presentar a la Asamblea Regional un informe anual de actuación.  
  i) Instar a los órganos competentes para ello la incoación de los expedientes disciplinarios o sancionadores, en 
los términos previstos en el título V. 
  j) Colaborar con órganos de naturaleza análoga. 
  k) Aquellas otras que le atribuyan otras disposiciones de rango legal o reglamentario. 
 
 5. El Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia estará compuesto por su presidente y por los siguientes 
miembros: 
 
  a) Dos diputados de la Asamblea Regional, para cuya designación se tendrán en cuenta criterios de 
proporcionalidad y pluralidad respecto de los grupos presentes en la Cámara. 
  b) Un representante de la consejería competente en materia de transparencia. 
  c) Un representante de la consejería competente en materia de hacienda. 



VIII LEGISLATURA / NÚMERO 158 / 15 DE DICIEMBRE DE 2014  7753 
 
 

  d) Un representante del órgano directivo encargado de la coordinación y el asesoramiento en materia de 
protección de datos de carácter personal en el ámbito de la Administración regional. 
  e) Un representante por cada una de las universidades públicas de la Región de Murcia. 
  f) Un miembro del Consejo Jurídico de la Región de Murcia. 
  g) Dos miembros del Consejo Económico y Social de la Región de Murcia, en representación de las entidades 
representativas de los intereses económicos y sociales de la Región de Murcia, así como de los consumidores y 
usuarios. 
 
 6. La persona titular de la presidencia del Consejo será nombrada por el Consejo de Gobierno por un periodo de 5 
años no renovable. Su designación corresponderá a la Asamblea Regional de entre los candidatos propuestos por los 
diferentes grupos parlamentarios, y su cese con anterioridad a la expiración de su mandato solo podrá producirse por 
alguna de las siguientes causas: 
 
  a) Por renuncia, a petición propia. 
  b) Por muerte o incapacitación judicial. 
  c) Por separación, acordada por el Consejo de Gobierno, previa instrucción de expediente por la consejería con 
competencias en materia de transparencia, en el que será oído el Consejo en pleno, por incumplimiento grave de sus 
obligaciones, incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función, incompatibilidad o condena por delito doloso. 
 
 7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los miembros del Consejo de la Transparencia de la Región 
de Murcia serán nombrados por un período de cuatro años por el Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la 
consejería competente en materia de transparencia, previa designación por parte de las entidades e instituciones 
correspondientes. Serán cesados por las mismas causas que la persona que ejerza la presidencia del Consejo o a 
petición de la entidad que los hubiera propuesto. 
 
 8. La condición de miembro del Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia no exigirá dedicación exclusiva 
ni dará derecho a retribución alguna. La condición de presidente del Consejo de la Transparencia de la Región de 
Murcia será incompatible con el desempeño de cualquiera de los puestos señalados en el artículo 14.2.  
 
 9. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejería competente en materia de transparencia, aprobará las 
normas sobre estructura, competencias y funcionamiento del Consejo que sean necesarias para el desarrollo de lo 
dispuesto en este artículo.  
 

Capítulo III 
Fomento de la transparencia 

 
Artículo 39. Integración y fomento de la transparencia en la gestión. 
 
 1. Las entidades e instituciones a las que se refiere el artículo 5.1 establecerán sistemas para integrar la gestión de 
solicitudes de información de los ciudadanos en el funcionamiento de su organización interna y articularán medidas 
para facilitar la transversalidad de la transparencia en la actividad general de su organización. 
 
 2. Las entidades e instituciones anteriores fomentarán la formación de sus empleados mediante la inclusión en sus 
respectivos planes de formación de las actividades formativas necesarias para el mejor conocimiento de las 
obligaciones derivadas de esta ley, garantizando en especial la formación de aquellos empleados que deban atender 
las funciones de información en el ámbito de la transparencia, tanto en lo que afecte a la publicidad activa como a la 
tramitación de las solicitudes formuladas en ejercicio del derecho de acceso. 
 
Artículo 40. Fomento de iniciativas de interoperabilidad. 
 
 De acuerdo con lo señalado en la letra g) del artículo 3, la Administración pública de la Región de Murcia fomentará 
la interoperabilidad de la información entre administraciones públicas, propiciando iniciativas conjuntas de intercambio 
de información entre las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley. 
 
 

TÍTULO V 
RÉGIMEN SANCIONADOR 
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Capítulo I 
Normas generales 

 
Artículo 41. Normas generales. 
 
 1. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley se sancionará conforme a lo previsto en 
este título, sin perjuicio de aquellas otras responsabilidades que, en su caso, pudieran concurrir. 
 
 2. La potestad disciplinaria o sancionadora respecto de las infracciones tipificadas en este título se ejercerá de 
conformidad con lo dispuesto en el mismo y en la normativa sobre régimen disciplinario o sancionador que resulte de 
aplicación en cada caso. 
 
 3. Son responsables de las faltas disciplinarias y de las infracciones previstas en esta ley, aun a título de simple 
inobservancia, las personas físicas o jurídicas que realicen las acciones o que incurran en las omisiones tipificadas en 
la presente ley con dolo, culpa o negligencia. 
 
 4. El procedimiento disciplinario o sancionador se iniciará de oficio, por acuerdo del órgano competente, bien por 
propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición razonada de otros órganos o denuncia. El Consejo de 
la Transparencia de la Región de Murcia, cuando constate incumplimientos en esta materia susceptibles de ser 
calificados como alguna de las faltas o infracciones previstas en este título, instará la incoación del procedimiento.  
 
 

Capítulo II 
Del régimen disciplinario 

 
Artículo 42. Personas responsables. 
 
 Serán responsables de las faltas disciplinarias previstas en el artículo siguiente las autoridades y el personal al 
servicio de las entidades referidas en el artículo 5. 
 
Artículo 43. Faltas disciplinarias.  
 
 1. Son faltas disciplinarias imputables a las personas señaladas en el artículo anterior las conductas tipificadas en 
los apartados siguientes.  
 
 2. Son faltas muy graves:  
 
  a) El incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa previstas en el título II cuando se haya 
desatendido el requerimiento expreso del Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia. 
  b) La denegación arbitraria del derecho de acceso a la información pública. 
  c) El incumplimiento de las resoluciones dictadas en materia de acceso por el Consejo de la Transparencia de 
la Región de Murcia en relación con las reclamaciones que se le hayan presentado. 
 
 3. Son faltas graves: 
 
  a) El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa previstas en el título II. 
  b) El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo la solicitud de acceso a la información 
pública. 
  c) La falta de colaboración en la tramitación de las reclamaciones que se presenten ante el Consejo de la 
Transparencia de la Región de Murcia. 
  d) Suministrar la información incumpliendo las exigencias derivadas del principio de veracidad, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 3.c). 
 
 4. Constituyen faltas leves: 
  
  a) El incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa previstas en el título II. 
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  b) El incumplimiento injustificado de la obligación de resolver en plazo la solicitud de acceso a la información 
pública. 
 
Artículo 44. Sanciones disciplinarias.  
 
 1. A las faltas disciplinarias señaladas en el artículo anterior se les aplicarán las sanciones que correspondan con 
arreglo al régimen disciplinario que en cada caso resulte aplicable. 
 
 2. Cuando las faltas sean imputables a altos cargos de la Administración regional u otros órganos asimilados a los 
mismos se aplicarán las siguientes sanciones: 
 
  a) En el caso de faltas leves, amonestación. 
  b) En el caso de faltas graves, la declaración formal del incumplimiento sancionado y su publicación en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia, o el cese en el cargo. 
  c) En el caso de faltas muy graves, las sanciones previstas en la letra anterior, así como la prohibición de ser 
nombrados para ocupar cargos similares por un período de hasta tres años. 
 
Artículo 45. Procedimiento disciplinario aplicable.  
 
 1. La imposición de las sanciones establecidas en el presente capítulo se llevará a cabo con arreglo al 
procedimiento previsto en el régimen disciplinario funcionarial, estatutario o laboral que en cada caso resulte aplicable.  
 
 2. La competencia para la imposición de sanciones disciplinarias corresponderá al órgano que se determine en la 
normativa aplicable de la Administración o entidad a la que pertenezca el sujeto infractor. 
 
 3. El régimen de prescripción de las infracciones y sanciones previstas en este capítulo será el establecido en la 
normativa funcionarial, estatutaria o laboral que sea de aplicación.  
 
 4. Hasta tanto no se ejecute lo dispuesto en la disposición final primera, el procedimiento aplicable para la 
imposición de las sanciones señaladas en el artículo 44.2 a aquellos que tuvieran la condición de altos cargos de la 
Administración regional o se encontrasen asimilados a los mismos será el dispuesto en el título II de la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información y buen gobierno. En lo no previsto en el mismo, se aplicarán 
las normas procedimentales vigentes para la exigencia de la responsabilidad disciplinaria del personal funcionario al 
servicio de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
 

Capítulo III 
Del régimen sancionador 

 
Artículo 46. Personas responsables. 
 
 Serán responsables de las infracciones previstas en este capítulo: 
 
 a) Las personas físicas y jurídicas obligadas a suministrar información a las que se refiere el artículo 7. 
 b) Los otros sujetos obligados señalados en el artículo 6. 
 
Artículo 47. Infracciones de las personas obligadas al suministro de información. 
 
 1. Son infracciones imputables a las personas físicas y jurídicas obligadas al suministro de información a las que se 
refiere el artículo 7 las señaladas en los siguientes apartados. 
 
 2. Son infracciones muy graves 
 
  a) El incumplimiento de la obligación de suministro de información que haya sido reclamada como 
consecuencia de un requerimiento del Consejo de la Transparencia de la Región de Murcia o para dar cumplimiento a 
una resolución del mismo en materia de acceso. 
  b) La reincidencia en la comisión de faltas graves.  
 



7756  BOLETÍN OFICIAL DE LA ASAMBLEA REGIONAL DE MURCIA 
 
 

 3. Son infracciones graves:  
 
  a) La falta de contestación al requerimiento de información. 
  b) Suministrar la información incumpliendo las exigencias derivadas del principio de veracidad, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 3.c). 
  c) La reincidencia en la comisión de faltas leves. 
 
 4. Son infracciones leves: 
 
  a) El retraso injustificado en el suministro de la información. 
  b) El suministro parcial o en condiciones distintas de las reclamadas. 
 
 5. Se entenderá por reincidencia a los efectos de este artículo la comisión en el término de un año de más de una 
infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme. 
 
Artículo 48. Infracciones de otras entidades. 
 
 Son infracciones imputables a los otros sujetos obligados a los que se refiere el artículo 6 las siguientes: 
 
  a) Constituye infracción muy grave el incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa que les sean de 
aplicación cuando se haya desatendido el requerimiento expreso del Consejo de la Transparencia de la Región de 
Murcia. 
  b) Constituye infracción grave el incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa que les sean 
de aplicación o publicar la información incumpliendo las exigencias derivadas del principio de veracidad. 
  c) Constituye infracción leve el incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa que sean de aplicación 
cuando no constituya infracción grave o muy grave. 
 
Artículo 49. Sanciones. 
 
 1. Podrán aplicarse para las infracciones previstas en este capítulo las sanciones de amonestación y multa, de 
acuerdo con lo señalado en los siguientes apartados.  
 
 2. Las infracciones leves podrán sancionarse con amonestación o multa por importe de entre 200 a 5.000 euros. 
 
 3. Las infracciones graves se sancionarán con multa por importe de entre 5.001 a 30.000 euros. 
 
 4. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa por importe de entre 30.001 a 400.000 euros. 
 
 5. Las infracciones graves y muy graves podrán, asimismo, conllevar como sanción accesoria el reintegro total o 
parcial de la subvención concedida o, en su caso, la resolución del contrato, concierto o vínculo establecido, en los 
términos que se señalen en el acto o instrumento administrativo que los regulen. Para la imposición y graduación de 
estas sanciones accesorias, se atenderá a la gravedad de los hechos y a su repercusión social, de acuerdo con el 
principio de proporcionalidad. 
 
Artículo 50. Procedimiento. 
 
 1. Para la imposición de las sanciones establecidas en el presente capítulo, se seguirán las disposiciones previstas 
en el correspondiente procedimiento sancionador. 
 
 2. Para las infracciones previstas en el artículo 47, la competencia corresponderá al órgano que determine la 
normativa aplicable en la Administración o entidad a la que se encuentre vinculada la persona infractora, o en aquella 
que hubiera adjudicado el contrato o concedido la subvención, en su caso. 
 
 3. En el supuesto de infracciones de las tipificadas en el artículo 48, la potestad sancionadora en relación con los 
sujetos señalados en el artículo 6.1 será ejercida por la consejería competente en materia de transparencia. En relación 
con las entidades privadas que mantengan conciertos u otras formas de participación en los sistemas públicos de 
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educación y deportes, sanidad y servicios sociales a las que se refiere el artículo 6.2, la potestad sancionadora recaerá 
en el consejero competente en los ámbitos de actuación señalados.  
 
 4. El régimen de prescripción de las infracciones y sanciones previstas en este capítulo será el establecido en la 
normativa sancionadora correspondiente.  
 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
Primera. Colaboración en materia de transparencia. 
 
 1. Sin perjuicio de la colaboración en materia de participación ciudadana señalada en el artículo 31.4, la 
Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia colaborará con las entidades que integran la 
Administración local de la Región de Murcia en aras a fomentar la transparencia y lograr un mejor cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la legislación básica estatal.  
 
 2. Igualmente, la Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia podrá colaborar con el 
resto de administraciones públicas mediante la suscripción de los correspondientes convenios interadministrativos para 
el cumplimiento de las obligaciones de transparencia recogidas en esta ley. 
 
Segunda. Revisión y simplificación normativa. 
 
 1. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia impulsará un proceso de revisión, 
simplificación y, en su caso, una consolidación normativa del ordenamiento jurídico regional. Para ello, habrá de 
efectuar los correspondientes estudios, proponer la derogación de las normas que hayan quedado obsoletas y 
determinar, en su caso, la necesidad de introducir modificaciones, novedades o proponer la elaboración de textos 
refundidos. 
 
 2. A tal fin, la consejería competente en materia de calidad e inspección de los servicios elaborará un plan de calidad 
y simplificación normativa y asumirá la coordinación del proceso de revisión y simplificación normativa, que será llevado 
a cabo por las secretarías generales de las distintas consejerías en sus respectivos ámbitos de competencia. 
 
Tercera. Articulación de medidas organizativas y presupuestarias. 
 
 1. Las entidades e instituciones referidas en el artículo 5 adoptarán las medidas necesarias para que la información 
sujeta a la obligación de publicidad activa se encuentre disponible en sus respectivas sedes o portales institucionales 
con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley.  
 
 2. En el plazo de un mes desde la publicación de esta ley, las secretarías generales de las consejerías comunicarán 
a la consejería competente en materia de transparencia la unidad a la que se refiere el artículo 37.2.  
 
 3. Las consejerías competentes en materia de transparencia, atención al ciudadano, archivos, informática y 
hacienda, adoptarán las medidas necesarias para garantizar la aplicación efectiva del derecho de acceso a la entrada 
en vigor de esta ley. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
Primera. Solicitudes de acceso a la información pública en trámite. 
 
 Las solicitudes de acceso a información pública presentadas con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
ley continuarán su tramitación con arreglo a la normativa aplicable en el momento de su presentación. 
 
Segunda. Régimen de proyectos normativos ya iniciados. 
 
 Los proyectos de ley o de disposición de carácter general, así como los planes y proyectos cuya tramitación se 
hubiera iniciado con anterioridad a la entrada en vigor de la presente ley, no quedarán sujetos a las obligaciones de 
transparencia ni a la aplicación de los derechos específicos de participación ciudadana establecidos en esta ley.  
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Tercera. Aplicación de obligaciones de transparencia a relaciones jurídicas anteriores. 
 
 Los sujetos a los que se refieren los artículos 6 y 7 quedarán exentos de realizar las obligaciones de publicidad 
activa señaladas en esta ley en relación con aquellos contratos, subvenciones, conciertos o cualesquiera otras 
relaciones jurídicas que hubieran finalizado con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley.  

 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA 
 
 Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en la presente ley. 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
Primera. Desarrollo del régimen relativo al buen gobierno.  
 
 En el plazo de tres meses desde la publicación de esta ley, el Consejo de Gobierno impulsará la tramitación de un 
proyecto de ley que desarrolle los aspectos relativos al buen gobierno derivados de la legislación básica estatal y regule 
el régimen de los altos cargos al servicio de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia y asimilados a los mismos. 
 
Segunda. Consejo Asesor de Participación Ciudadana de la Región de Murcia.  
 
 Por decreto del Consejo de Gobierno se creará el Consejo Asesor de Participación Ciudadana de la Región de 
Murcia como órgano consultivo de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
adscrito a la consejería competente en materia de participación ciudadana, que tendrá como finalidad impulsar el 
acercamiento de la ciudadanía y de la sociedad civil a la Administración regional, facilitando su mutua comunicación.  
 Su régimen se ajustará a lo señalado en la legislación regional vigente en materia de órganos consultivos. 
 
Tercera. Habilitación para el desarrollo de la presente ley. 
 
 1. Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones y adoptar las medidas que resulten necesarias 
para la aplicación, desarrollo y ejecución de esta ley. 
 
 2. Se autoriza al consejero competente en materia de función pública para adoptar cuantas disposiciones y actos 
resulten precisos para la aplicación de las medidas previstas en esta ley que puedan tener incidencia en la Función 
Pública de la Administración Regional. 
 
Cuarta. Entrada en vigor. 
 
 1. Los títulos I, III y IV entrarán en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia. 
 
 2. Los títulos II y V entrarán en vigor a los seis meses de su publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. 
 
 
RELACIÓN DE ENMIENDAS RESERVADAS PARA SU DEFENSA EN PLENO A LA PROPOSICIÓN DE LEY DE 
TRANSPARENCIA Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE LA REGIÓN DE MURCIA (publicadas en el BOAR 156, de 
28-XI-14). 
 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO: 
 
Artículo 1 
 
- VIII-16312, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto  
 
Artículo 3 
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- VIII-16313, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
Artículo 4 
 
- VIII-16314, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
Artículo 5 
 
- VIII-16315, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
 
Artículo 6 
 
- VIII-16316, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto  
- VIII-16317, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto  
- VIII-16318, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
Artículo 13 
 
- VIII-16319, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
Artículo 18 
 
- VIII-16322, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
Artículo 19 
 
- VIII-16323, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
Artículo 27 
 
- VIII-16324, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto  
 
Artículo 33 
 
- VIII-16325, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
Creación nuevos título y artículo 
 
- VIII-16326, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
Artículo 38 
 
- VIII-16327, formulada por don José Antonio Pujante Diekmann, del G.P. Mixto 
 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA: 
 
Artículo 5 
 
- VIII-16288, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
Artículo 6 
 
- Voto particular del Grupo Parlamentario Socialista en contra de la aprobación de la enmienda VIII-16334, del Grupo 
Parlamentario Popular. 
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Artículo 13 
 
- VIII-16289, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
Artículo 14 
 
- VIII-16291, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16292, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
Artículo 17 
 
- VIII-16293, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16480, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16295, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
Artículo 33 
 
- VIII-16296, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16297, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
Artículo 38 
 
- VIII-16298, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16299, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16300, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16301, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16302, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16303, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
Creación nuevos artículos 
 
- VIII-16304, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16305, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16306, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
Creación nuevo título y artículos 
 
- VIII-16307, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
Creación nuevas disposiciones finales 
 
- VIII-16308, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16309, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16310, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
- VIII-16311, formulada por don Francisco Javier Oñate Marín, del G.P. Socialista 
 
 
SECCIÓN "B", TEXTOS EN TRÁMITE 
 3. Mociones o proposiciones no de ley 
  a) Para debate en Pleno 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 Admitidas a trámite por la Mesa de la Cámara, en sesión celebrada el día de la fecha, las mociones para debate en 
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Pleno registradas con los números 797 a 803 y 805 a 808, se ordena por la presente su publicación en el Boletín Oficial 
de la Asamblea Regional. 

Cartagena, 15 de diciembre de 2014 
 

EL PRESIDENTE, 
Francisco Celdrán Vidal 

 
 
MOCIÓN 797, SOBRE DECLARACIÓN DEL CARNAVAL DE ÁGUILAS COMO FIESTA DE INTERÉS TURÍSTICO 
INTERNACIONAL, FORMULADA POR D.ª ANA MARÍA AQUILINO ARTERO, DEL G.P. POPULAR, (VIII-16440). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Ana María Aquilino Artero, diputada del Grupo Parlamentario Popular, y con el respaldo de la portavoz del mismo, al 
amparo de lo previsto en el artículo 186 y s.s. del vigente Reglamento de la Cámara, presenta ante el Pleno, para su 
debate y aprobación, la siguiente moción sobre declaración del carnaval de Águilas como fiesta de interés turístico 
internacional.  
 Águilas, situada en la comarca del Alto Guadalentín dentro de nuestra Costa Cálida, con 28 km de costa bañada por 
el mar Mediterráneo.  
 Con una superficie de 253,7 km2 y una población de 34.950 habitantes, es una ciudad que disfruta de una actividad 
constante durante todo el año.  
 Su población estable desarrolla actividades en agricultura, comercio, servicios, turismo, entre otros, que contribuyen 
a la economía y cultura de la ciudad.  
 Su carnaval, "El Carnaval de Águilas", es una expresión popular de gran arraigo en la localidad y uno de los más 
famosos de España.  
 Algunas fuentes históricas lo sitúan ya en el siglo XVIII en el reinado de Carlos III y su celebración ha tenido 
continuidad en el tiempo, a pesar de las dificultades sufridas en algunas épocas.  
 Fueron declarados "Fiestas de Interés Turístico Nacional" en 1997, siendo en la actualidad la fiesta popular por 
excelencia del pueblo de Águilas.  
 El Carnaval de Águilas, con sus personajes, sus peñas, sus pregoneros y sobre todo el entusiasmo de todo un 
pueblo, que con su participación y entrega hacen de los Carnavales de Águilas algo único, digno de ver, vivir y 
experimentar.  
 Por todo ello, por su calidad y su originalidad el Grupo Parlamentario Popular presenta para su debate y aprobación 
la siguiente moción:  
 La Asamblea Regional de Murcia acuerda apoyar las actuaciones y trámites iniciados por el Ayuntamiento de 
Águilas en la tramitación del expediente para la obtención de la declaración del Carnaval de Águilas corno Fiesta de 
Interés Turístico Internacional.  
 

Cartagena, 20 de noviembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Severa González López.- LA DIPUTADA, Ana María Aquilino Artero 

 
MOCIÓN 798, SOBRE IGUALDAD ENTRE HOMBRES Y MUJERES, FORMULADA POR D. JOSÉ ANTONIO 
PUJANTE DIEKMANN, DEL G.P. MIXTO, (VIII-16441). 
 
 José Antonio Pujante Diekmann, diputado de Izquierda Unida-Verdes de la Región de Murcia y portavoz del Grupo 
Parlamentario Mixto, de acuerdo con lo establecido por los artículos 186 y siguientes del vigente Reglamento de la 
Cámara, presenta ante la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia, para su calificación y admisión a trámite, la 
siguiente moción en pleno sobre igualdad.  
 La valoración del trágico balance a lo largo de este año, marcado por el alarmante aumento de agresiones sexuales, 
vejaciones verbales y asesinatos de mujeres en todo el Estado, y la nula reacción de los poderes públicos así como la 
aquiescencia de una parte importante de la sociedad, corroboran que las relaciones entre hombres y mujeres se siguen 
construyendo sobre bases patriarcales que continúan apuntalando la desigualdad y la discriminación machista.  
 Es en este contexto de desigualdad y discriminación patriarcal donde se enmarcan todo tipo de agresiones contra 
las mujeres. Solo una sociedad fundamentada y asentada en la igualdad real impediría que la crisis económica pudiera 
servir de pretexto o explicación.  
 La igualdad real se construye a partir de la prevención y la educación. Las políticas y las estrategias que se utilicen 
para prevenir las agresiones deben partir de una educación afectivo-sexual a todos los niveles que facilite desarrollar 
una sexualidad basada en el respeto y la igualdad real entre mujeres y hombres.  
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 Y, por supuesto, frente a los recortes en presupuestos y políticas públicas que se vienen dando, exigimos que se 
refuercen los recursos económicos y humanos destinados al desarrollo de políticas de igualdad activas, integrales y 
participativas por la consecución de una sociedad libre de violencia de género en la línea de lo apuntado por el 
Convenio de Estambul sobre prevención de la violencia de género y las propuestas enunciadas por los colectivos 
feministas.  
 Por todo lo anteriormente expuesto, presenta para su debate y posterior aprobación, si procede, la siguiente moción:  
 La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno a:  
 - Que las políticas y las estrategias se implementen para prevenir las agresiones sexistas y partan de una educación 
afectivo-sexual a todos los niveles que facilite desarrollar una sexualidad basada en el respeto y la igualdad real entre 
mujeres y hombres.  
 - Reforzar los recursos económicos y humanos destinados al desarrollo de políticas de igualdad activas, integrales y 
participativas por la consecución de una sociedad libre de violencia de género, en la línea de lo apuntado por el 
Convenio de Estambul sobre prevención de la violencia de género y las propuestas enunciadas por los colectivos 
feministas.  

Cartagena, 21 de noviembre de 2014 
EL PORTAVOZ, 

José Antonio Pujante Diekmann 
 

MOCIÓN 799, SOBRE EL PROGRAMA DE GARANTÍA JUVENIL, RELATIVO AL EMPLEO, FORMULADA POR D.ª 
ESTHER CLAVERO MIRA, DEL G.P. SOCIALISTA, (VIII-16462). 
 
 Esther Clavero Mira, diputada del Grupo Parlamentario Socialista y con el respaldo del citado grupo, presenta, al 
amparo de los artículos 186 y siguientes del Reglamento de la Cámara, la siguiente moción para su debate en Pleno, 
sobre garantía juvenil.  
 Exposición de motivos:  
 El Consejo Europeo de 7 y 8 de febrero de 2013 propuso una Iniciativa de empleo juvenil al estimar la situación 
particularmente difícil de los jóvenes en determinadas regiones. En ella se contempla que las regiones europeas con 
tasas de desempleo juvenil superiores al 25% puedan beneficiarse de esta iniciativa. Poco después, el día 28 de 
febrero de 2013, el Consejo de Ministros de Empleo, Asuntos Sociales y Consumo acordó el establecimiento de la 
Garantía Juvenil, que fue adoptado formalmente por acuerdo del Consejo el 22 de abril de 2013.  
 Estos acuerdos plantean el objetivo de garantizar que todos los jóvenes menores de 25 años reciban una buena 
oferta de empleo, de educación continua o un período de prácticas en el período máximo de 4 meses tras acabar la 
educación formal o quedar desempleados. A tal efecto, el Consejo Europeo aprobó, como principal instrumento y 
mecanismo de financiación, un refuerzo económico de 6.000 millones bajo la denominada Iniciativa de Empleo Juvenil 
para el período 2014-2020 del que se beneficiarán todas las regiones que tengan tasas de desempleo juvenil por 
encima del 25%.  
 Qué duda cabe que este programa, sus objetivos y medios son de especial interés para nuestra Región y nuestro 
país, que tiene la tasa de paro juvenil más alta de la Unión Europea.  
 Pero los resultados de la aplicación española de la Garantía Juvenil son desalentadores. Solo el 4,2% de los 
menores de 25 años que ni estudian ni trabajan se ha inscrito hasta ahora en el Plan de Garantía Juvenil. Esta exigua 
cifra es el resultado de la falta de interés por hacer llegar al máximo de beneficiarios este programa. Llama la atención 
la escasa publicidad del programa, las enormes dificultades telemáticas para inscribirse y la falta de flexibilidad para 
adecuarse al propio contexto socioeconómico de las comunidades autónomas. Son estas las razones inmediatas que 
explican la baja inscripción en un programa que debería ser de máxima utilidad para muchos jóvenes. 
 Los datos llevan a la demostración de la falta de interés por parte del Gobierno para impulsar un programa de 
máximo interés para España. Atendiendo a los hechos, la gestión del Gobierno español es un auténtico despropósito 
que amenaza seriamente el éxito de una iniciativa pensada en gran medida para impedir la pérdida de capital humano 
de los más jóvenes y facilitar experiencias laborales iniciales. 
 Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista presenta para su debate y aprobación la siguiente moción: 
 La Asamblea regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno para que a su vez:  
 1º. Inste al Gobierno de España para que redefina los criterios y mecanismos para la inscripción y reabra los plazos 
con el objetivo de acercar al máximo posible de beneficiarios el programa de Garantía Juvenil, haciendo que no se trate 
de convocatorias cerradas, sino que permitan ser un programa siempre abierto.  
 2º. Inste al Gobierno de España a integrar el Sistema de Garantía Juvenil dentro del Sistema Nacional de Empleo, 
rigiéndose por sus fines y principios, y se desarrollará, en el ámbito de sus respectivas competencias, por los servicios 
públicos de empleo estatal y los servicios públicos de empleo de las comunidades autónomas, en atención a los 
objetivos de la política de empleo y de acuerdo con la Estrategia Europea de Empleo.  
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 3º. Inste al Gobierno de España a destinar, al menos, la mitad de los fondos provenientes del Fondo Social Europeo 
en 2015, en una partida específica a gestionar por las comunidades autónomas.  
 4º. Inste al Gobierno de España a poner en marcha, en colaboración con comunidades autónomas y ayuntamientos, 
una campaña intensa de información destinada a los potenciales beneficiarios del programa y de los mecanismos de 
inscripción.  
 5º. Inste al Gobierno de España para que realice estas medidas en cooperación directa de la comunidades 
autónomas y establezca criterios claros en la Conferencia Sectorial de Empleo y la Conferencia sectorial de Educación, 
permitiendo grados de flexibilidad en los procesos que se adapten a la realidad socioeconómica de cada comunidad, 
ganando así en flexibilidad y eficacia.  
 

Cartagena, 25 de noviembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Begoña García Retegui.- LA DIPUTADA, Esther Clavero Mira 

 
MOCIÓN 800, SOBRE CREACIÓN DE LA FIGURA DEL PSICÓLOGO DE EMERGENCIAS Y CATÁSTROFES COMO 
PROFESIÓN REGULADA, FORMULADA POR D.ª INMACULADA GONZÁLEZ ROMERO, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO POPULAR, (VIII-16468). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Inmaculada González Romero, diputada del Grupo Parlamentario Popular y con el respaldo del citado grupo, según 
se acredita en este escrito mediante la firma de la portavoz, al amparo de lo previsto en el artículo 186 y siguientes del 
Reglamento de la Cámara, presenta ante el pleno, para su debate y aprobación, la siguiente moción sobre creación de 
la figura del psicólogo de emergencias y catástrofes como profesión regulada. 
 Los acontecimientos en nuestro país en los que, bien por causas naturales, en los últimos años han sido numerosos, 
o por intencionalidad humana, un gran número de personas han resultado afectadas, heridas o fallecidas. En el caso de 
la Región de Murcia es de reciente recuerdo lo ocurrido en la ciudad de Lorca el 11 de mayo de 2011, con 9 fallecidos, 
324 personas heridas de consideración y toda la ciudad afectada; o el accidente de autobús que tuvo lugar en Cieza el 
pasado 8 de noviembre, en el que fallecieron 14 personas del municipio de Bullas y más de una veintena resultaron 
heridas. Extendiendo el alcance a todo el territorio nacional podríamos mencionar: 
 - La inundación en el camping “Las Nieves”, de Biescas, el 7 de agosto de 1996, donde 87 personas fallecieron y 
unas 183 resultaron heridas arrastradas por las aguas, las piedras y el lodo. 
 - Los atentados de metro del 11 de marzo de 2004 en Madrid, con 190 personas fallecidas y más de 2.000 heridos. 
 - El accidente del vuelo de Spanair en 2008, donde 154 personas murieron. 
 - El descarrilamiento del tren Alvia en Santiago de Compostela, en julio de 2012, con 79 personas fallecidas y más 
de 140 heridos. 
 Todos estos sucesos han requerido la intervención de los profesionales de la psicología. Esta experiencia ha 
demostrado que aparecen necesidades psicológicas diversas en la población afectada y que suelen exceder a la 
capacidad de respuesta de los servicios de la comunidad, siendo insuficientes los recursos habituales para cubrirlas de 
una forma efectiva. 
 Así, en función de las necesidades psicológicas individuales y colectivas que surgen en situaciones de emergencia, 
las instituciones competentes en catástrofes y emergencias deben integrar en sus planes de emergencia a los 
profesionales de la psicología que den respuesta a estas necesidades. 
 El marco normativo que contempla este apoyo específico es el siguiente: 
 - Real Decreto 32/2009, de 16 de enero, por el que se aprueba el Protocolo nacional de actuación médico-forense y 
de policía científica en sucesos con víctimas múltiples. 
 - Real Decreto 623/2013, de 2 de agosto, de asistencia a las víctimas de accidentes de aviación civil y sus 
familiares. 
 - Real Decreto 1123/2000, de 16 de junio, por el que se regula la creación e implantación de unidades de apoyo ante 
desastres. 
 Es por ello que la figura del psicólogo de emergencias debe estar asociada a profesionales cualificados en esta 
materia, y, de este modo, velar y proteger tanto los intereses de los profesionales como de la población, ofreciendo un 
servicio inmerso dentro de un marco profesional de calidad. 
 Es deber de las instituciones garantizar el derecho a que los individuos y comunidades afectadas reciban una 
respuesta integral que contemple tanto las necesidades físicas y de supervivencia como las necesidades sociales y 
psicológicas que pueden aparecer en una emergencia o catástrofe. 
 Todo ello supone implantar un plan formativo en psicología de emergencias y catástrofes dirigido a profesionales de 
la psicología que les capacite para el desempeño de tales funciones, así como para complementar la labor docente en 
las titulaciones de Formación Profesional de Técnico en Emergencias y Protección Civil y de Técnico en Emergencias 
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Sanitarias. En estas circunstancias, y por la experiencia acumulada en diversas emergencias y catástrofes acaecidas 
en nuestro país y Comunidad Autónoma en los últimos años, así como por los conocimientos y experiencias 
compartidas en distintos foros y debates, resulta necesario garantizar que los profesionales responsables de la 
intervención psicológica dirigida a víctimas y afectados en situaciones de emergencia y/o catástrofe puedan recibir la 
formación necesaria a través de módulos, materias o asignaturas específicas en los planes de estudio de las 
universidades. 
 Puesto que la Orden ECD/1070/2013, de 12 de junio, por la que se establecen los requisitos para la verificación de 
los títulos universitarios oficiales de máster en Psicología General Sanitaria, que habilitan para el ejercicio de la 
profesión titulada y regulada de psicólogo general sanitario, no recoge de forma específica las competencias vinculadas 
a este tipo de desempeño profesional, el Grupo Parlamentario Popular propone, para su debate y aprobación, la 
siguiente moción: 
 1. La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno para que, a su vez, inste al Gobierno de España, a 
través del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, a que proponga la creación de la figura del psicólogo de 
emergencias y catástrofes como profesión regulada. 
 2. La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno para que, a su vez, inste al Gobierno de España, a 
través del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, a que establezca una orden ministerial por la que se establezcan 
los requisitos para la verificación de los títulos universitarios oficiales de máster en psicología de emergencias y 
catástrofes que habiliten para el ejercicio de la profesión titulada vinculada a esta actividad. 
 

Cartagena, 25 de noviembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Severa González López. LA DIPUTADA, Inmaculada González Romero 

 
MOCIÓN 801, SOBRE ADECUACIÓN, PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN DE LAS VÍAS PECUARIAS DE LA 
REGIÓN DE MURCIA, FORMULADA POR D. JOSÉ MIGUEL LUENGO GALLEGO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
POPULAR, (VIII-16469). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 José Miguel Luengo Gallego, diputado del Grupo Parlamentario Popular y con el respaldo del citado grupo, según se 
acredita en este escrito mediante la firma de la portavoz, al amparo de lo previsto en el artículo 186 y siguientes del 
Reglamento de la Cámara, presenta ante el pleno, para su debate y aprobación, la siguiente moción sobre adecuación, 
protección y conservación de las vías pecuarias de la Región de Murcia. 
 Las vías pecuarias son rutas o itinerarios por donde discurre o ha venido discurriendo tradicionalmente el tránsito 
ganadero. La Ley estatal 3/1995, de vías pecuarias, asignó a las comunidades autónomas la labor de investigar la 
situación de los terrenos que se presuman pertenecientes a las vías pecuarias, clasificarlas y deslindarlas. 
 Considerando que la realidad física actual de algunos tramos de terrenos clasificados en las vías pecuarias de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia hace prácticamente imposible y dificulta la compatibilidad con los usos 
recogidos en los artículos 16 y 17 de la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de vías pecuarias, y considerando además la 
necesidad de llevar a cabo una correcta gestión para garantizar la protección y conservación de dichos espacios 
minimizando los impactos negativos y potenciando los valores ecológicos y la continuidad de las mismas, resulta de 
interés y se hace necesaria una revisión y actualización de la clasificación de las vías pecuarias para llevar a cabo la 
tramitación de una actuación de tal importancia y repercusiones. 
 Para ello se requiere que, desde el órgano competente en materia de vías pecuarias, se impulse y procedan a 
realizar los trámites que sean procedentes para la revisión y actualización de la clasificación de las vías pecuarias para 
resolver estos casos que han evolucionado a otros usos incompatibles con la finalidad de este dominio público, así 
como para aquellos otros casos en los que se aprecien, de oficio o a instancia de parte, errores en cuanto a sus 
características físicas o en cuanto a su descripción en documentos históricos, siempre que tales circunstancias queden 
debidamente acreditadas. 
 En este sentido cobran especial relevancia e interés los casos en que quede justificada la imposibilidad de respetar 
la integridad superficial, la idoneidad de los itinerarios, la continuidad de los trazados y los usos de la vía pecuaria pero 
que, desde el planeamiento municipal, se pudiese modificar el trazado contemplando, a cargo de la correspondiente 
actuación, un trazado alternativo que pudiera, además, dar capacidad de recuperación, al menos y según los casos, a 
los usos compatibles previstos en la Ley de vías pecuarias, lo que posibilitaría realizar actuaciones de gran interés 
vinculadas a la recuperación ambiental de los espacios urbanos y el incremento de la conectividad ecológica en los 
entornos rurales. 
 Por lo anteriormente expuesto, el Grupo Parlamentario Popular propone, para su debate y aprobación, la siguiente 
moción: 
 Primero.- La Asamblea Regional de Murcia insta al Gobierno a que lleve a cabo una revisión y actualización de la 
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clasificación de las vías pecuarias, así como a impulsar el desarrollo legislativo o reglamentario que sea necesario para 
ello. 
 Segundo.- La Asamblea Regional de Murcia insta al Gobierno a que promueva el desarrollo de las normas 
necesarias para que los ayuntamientos propongan, en el marco del planeamiento urbanístico, trazados alternativos que 
permitan la recuperación del dominio público pecuario y de su función social. 
 Tercero.- La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno a que promueva la colaboración con los 
ayuntamientos, para aquellos casos suficientemente acreditados, procedimiento de mutación demanial con arreglo a la 
legislación patrimonial. 
 

Cartagena, 25 de noviembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Severa González López. EL DIPUTADO, José Miguel Luengo Gallego 

 
 
MOCIÓN 802, SOBRE CESE DEL CONSEJERO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y UNIVERSIDADES POR PRESUNTA 
CORRUPCIÓN Y POR MENTIR EN EL PARLAMENTO REGIONAL, FORMULADA POR D. JOAQUÍN LÓPEZ 
PAGÁN, DEL G.P. SOCIALISTA, (VIII-16750). 
 
 Joaquín López Pagán, diputado del Grupo Parlamentario Socialista y con el respaldo del citado grupo, presenta al 
amparo de los artículos 186 y siguientes del Reglamento de la Cámara, la siguiente moción para su debate en pleno 
sobre cese del consejero de Educación, Cultura y Universidades por presunta corrupción y por mentir en el Parlamento 
regional.  
 Exposición de motivos:  
 Pedro Antonio Sánchez, consejero de Educación, Cultura y Universidades, imputado por presunta corrupción 
durante su mandato como alcalde en el Ayuntamiento de Puerto Lumbreras, compareció el pasado 5 de noviembre de 
2014 en la Comisión de Economía, Hacienda y Presupuesto para dar cuenta del Proyecto de Presupuesto de su 
Consejería para 2015.  
 El Grupo Parlamentario Socialista decidió no estar presente durante la intervención del consejero, siguiendo su 
intervención desde las dependencias del grupo y aportando por escrito al Presidente de la Comisión las 
consideraciones de este grupo parlamentario respecto del proyecto de ley para esa consejería.  
 Cuando finalizaba su intervención el consejero aprovechó para lanzar un mensaje y que constara en el diario de 
sesiones de la Comisión en el que afirmaba, entre otras manifestaciones, las siguientes:  
 "...yo he sufrido quince denuncias del Partido Socialista durante diez años, catorce archivadas, la número quince 
archivada dos veces, por distintos jueces, distintos magistrados, distintos tribunales y por distintos procedimientos. Ni 
siquiera han pedido perdón. Quince denuncias, catorce archivadas, la número quince dos veces archivada... ni siquiera 
han pedido perdón. Nunca han llevado razón, los quince jueces se han equivocado o es una estrategia política. Quizá 
algo ruin, pero al fin y al cabo una estrategia política.  
 El Partido Socialista sabe muy bien por qué ponía esas denuncias y lo que pretendían conseguir con eso, pero quizá 
no quieren que hoy se lo diga a la cara. Democracia también es soportar que te digan lo que no te gusta...".  
 El Grupo Parlamentario Socialista dispone de pruebas documentales que demuestran que es falso, tanto el número 
de denuncias como el resultado de las mismas. 
 Mentir en sede parlamentaria, máxime cuando estamos hablando de aspectos relacionados con presunta corrupción 
política que deterioran gravemente la democracia y sus instituciones, exige la dimisión o cese del cargo que ha mentido.  
 Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista presenta para su debate y aprobación la siguiente moción:  
 La Asamblea Regional de Murcia insta al Presidente de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia a cesar al 
consejero don Pedro Antonio Sánchez López, imputado por presunta corrupción en el ejercicio de cargo público y por 
mentir en sede parlamentaria. 
 

Cartagena, 27 de noviembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Begoña García Retegui.- EL DIPUTADO, Joaquín López Pagán 

 
 

MOCIÓN 803, SOBRE NO PARTICIPACIÓN DE IMPUTADOS EN LISTAS ELECTORALES, FORMULADA POR D. 
JOSÉ ANTONIO PUJANTE DIEKMANN, DEL G.P. MIXTO, (VIII-16751). 
 
 José Antonio Pujante Diekmann, diputado de Izquierda Unida-Verdes de la Región de Murcia y portavoz del Grupo 
Parlamentario Mixto, de acuerdo con lo establecido por los artículos 186 y siguientes del vigente Reglamento de la 
Cámara, presenta ante la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia, para su calificación y admisión a trámite, la 
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siguiente moción en pleno sobre no participación de imputados en listas electorales.  
 La corrupción política se configura como una verdadera "patología" de nuestro tiempo y de nuestro país. Si bien la 
corrupción siempre existió, la ciudadanía, por el contrario, confió en la democracia para su erradicación. En todo caso, 
esta no debe permitir ni su existencia ni su tolerancia.  
 Es absolutamente lamentable el continuo goteo de casos de corruptos y de complejas tramas corruptas que vamos 
conociendo en los últimos tiempos y que afectan al poder local, provincial, autonómico, a partidos y entidades 
financieras. No nos cabe duda de que el modelo de crecimiento de nuestro país de estos años atrás asentado de forma 
desproporcionada en el sector inmobiliario ha acrecentado un fenómeno que ha terminado por enquistar las formas 
corruptas en el sistema político, manteniéndose incluso tras la eclosión de la burbuja inmobiliaria. La corrupción como 
fenómeno político, lejos de remitir, se ha mostrado, al contrario, como difícil de erradicar ha extendido sus tentáculos, 
en el transcurso de los años, por la diversa geografía del país.  
 Los delitos de corrupción urbanística, tráfico de influencias, contratos amañados, comisiones millonarias, estafas en 
cadena, evasión fiscal etc., unidos a los gestos de lujo y derroche de quienes los han protagonizado tienen efectos 
demoledores sobre la gobernabilidad de ayuntamientos, diputaciones o comunidades autónomas, pero van más allá: 
constituyen un golpe mortal a la confianza de los ciudadanos y ciudadanas en las instituciones democráticas, en las 
formaciones políticas y en el sistema de partidos que consagra la Constitución en su preámbulo, como sistema de 
participación política de la ciudadanía.  
 Como consecuencia, aquellas personas que trabajamos con honestidad por el bienestar de los ciudadanos hemos 
de soportar la mala imagen que proyectan estos inmorales sobre la vida pública. Razón de más para mostrarnos 
tajantes y separar sin contemplación las manzanas podridas de las sanas.  
 Aquí y ahora tenemos una responsabilidad histórica: debemos comprometernos contra las conductas y prácticas 
que cuestionan las instituciones mismas y buscar soluciones inmediatas en el marco de los cambios legislativos, las 
acciones de gobierno en las diversas instituciones, los comportamientos de los cargos electos, etc., con el fin de 
erradicar definitivamente dichas prácticas allí donde existan. Por lo expuesto, presenta para su debate y aprobación si 
procede la siguiente moción:  
 El Pleno de la Asamblea Regional acuerda:  
 1º. Mostrar su desprecio y condena hacia todas aquellas personas, entidades, partidos o empresas públicas o 
privadas, que aprovechándose de sus cargos públicos, poder político o económico, cercanía a quienes lo ostentan, 
información privilegiada, o cualquier otra razón, han llevado, o lo están haciendo, prácticas corruptas de 
aprovechamiento de su situación para lucrarse con el dinero público o privado de los ciudadanos que se encuentran 
desprotegidos ante ellos.  
 2º. Instar a las coaliciones o partidos políticos que concurran a las próximas elecciones municipales y autonómicas a 
no incluir en sus listas a personas sobre las que exista una imputación por delitos relacionados con la corrupción.  
 3º. Considerar necesaria y demandar la máxima transparencia en todas las instituciones públicas y privadas que 
mantengan relaciones con la Administración, tanto para evitar situaciones o espacios donde la corrupción pueda 
desarrollarse, como para aclarar y dirimir aquellas situaciones donde pudiesen darse indicios de haberse desarrollado.  
 4º. Reclamar que todas las formaciones políticas elaboren un "Código ético de conducta del cargo público" que 
trasladarán a sus respectivos estatutos y en el que recojan los principios de compromiso en la lucha contra la 
especulación urbanística, el tráfico de influencias, las malversaciones de recursos públicos o privados, el 
enriquecimiento injustificado de los cargos públicos, la degradación medioambiental del territorio.  
 

Cartagena, 28 de noviembre de 2014 
EL PORTAVOZ, 

José Antonio Pujante Diekmann 
 
MOCIÓN 805, SOBRE APOYO A LA FILOSOFÍA EN ENSEÑANZA SECUNDARIA, FORMULADA POR D.ª BEGOÑA 
GARCÍA RETEGUI, DEL G.P. SOCIALISTA, Y D. JOSÉ ANTONIO PUJANTE DIEKMANN, DEL G.P. MIXTO, (VIII-
16801). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Begoña García Retegui, portavoz del Grupo Parlamentario Socialista, y José Antonio Pujante Diekmann, portavoz 
del Grupo Parlamentario Mixto, presentan, al amparo de los artículos 186 y siguientes del Reglamento de la Cámara, la 
siguiente moción para su debate en pleno sobre apoyo a la filosofía. 
 Exposición de motivos: 
 Como consecuencia de la implantación de la LOMCE, los departamentos de Filosofía pierden dos de las tres 
asignaturas comunes que venían impartiendo hasta ahora (o tres de cuatro si se tiene en cuenta la desaparecida 
Educación para la Ciudadanía), al tiempo que se les ofrece algunas optativas de difícil encaje en el ya apretado 
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currículo de asignaturas, y su oferta en los centros no es segura. A esto puede añadirse una materia alternativa a la 
Religión, la denominada Valores Éticos, que adscrita al departamento de Filosofía también puede ser impartida por el 
de Geografía e Historia. Todo esto supone que la Filosofía, que ha sido históricamente fundamental en nuestro sistema 
educativo, sufre el mayor recorte infligido a una materia desde que comenzó el periplo de reformas y contrarreformas 
que se inició con la LOGSE en 1990 y que aún hoy continúa con la LOMCE, lo que va a suponer la reducción de más 
del 60 % de nuestras horas lectivas. 
 A los abajó firmantes, más allá de la defensa de los legítimos intereses laborales de los profesores de Filosofía, nos 
preocupa las consecuencias enormemente negativas que para la formación de los futuros ciudadanos va a tener la 
práctica desaparición de la formación ética en la ESO y de la Historia de la Filosofía en Bachillerato, lo que, dicho sea 
de paso, contradice flagrantemente los objetivos que motivan la LOMCE. Parece considerarse que la Filosofía no 
contribuye a los objetivos que pretende la LOMCE: bajar la tasa de fracaso escolar (24,9 en España frente a un 12,8 
europeo), mejorar los resultados internacionales en educación (insuficiente en comprensión lectora, competencia 
matemática y competencia científica), mejorar la tasa de alumnos excelentes y la de titulados en ESO y mejorar la 
empleabilidad de los estudiantes. 
 Sobre las consecuencias enormemente negativas que la práctica desaparición de la Filosofía tiene para la formación 
de los alumnos, cabría decir lo siguiente: 
 En primer lugar, gran parte de los futuros alumnos de la ESO que escojan la materia de Religión y no la de Valores 
Éticos podrían no cursar jamás ninguna materia filosófica, con el perjuicio que dicha situación supone para su formación 
integral. Efectivamente, creemos, de acuerdo con las reiteradas recomendaciones del Consejo Europeo y del 
Parlamento Europeo, que la articulación de una sociedad en torno a valores democráticos (y no en torno a credos 
religiosos particulares ni identidades nacionales excluyentes) depende del compromiso activo de los ciudadanos con 
dichos valores, compromiso que solo es posible desde la convicción razonada, la práctica del diálogo y la reflexión 
crítica en torno a los mismos. 
 Es especialmente relevante la educación ética en el sistema político democrático, dado que su legitimidad descansa 
directamente sobre la conciencia autónoma del ciudadano. Valores democráticos como la libertad, la responsabilidad, la 
justicia, la igualdad, la honestidad en la vida pública y en la privada, la práctica del diálogo respetuoso y la reflexión 
crítica sobre las distintas ideologías y enfoques morales y políticos en una sociedad cada vez más compleja, son 
algunos de los principales objetivos de la formación ética en la ESO. La asignatura de Educación Ético-Cívica, de 4.° de 
la ESO, así como la de Educación para la Ciudadanía, han sido claves en el aprendizaje de estos valores. Sin esta 
iniciación en la reflexión filosófica, la educación integral del alumno se verá seriamente dañada. . 
 La educación ética es, pues, fundamental en la ESO, de manera que no puede ser tratada de forma "transversal" ni 
"alternativa", sino que ha de ocupar un lugar privilegiado en el currículo, como asignatura común a todos, con un horario 
propio y bajo la responsabilidad de profesores especialistas. 
 En segundo lugar, la eliminación de la Historia de la Filosofía como materia común en el Bachillerato privará a la 
mayoría de los alumnos/as del conocimiento y la reflexión sobre las ideas y los autores, cuya obra constituye la principal 
seña de identidad de la cultura europea, así como el fundamento de las doctrinas e ideologías económicas, políticas, 
morales y científicas que no solo rigen la actualidad, sino que también determinan el futuro de nuestro proyecto 
civilizatorio. 
 Desconocer el pensamiento griego, las raíces doctrinales del cristianismo, las ideas clave que han constituido la 
modernidad europea, las raíces del pensamiento liberal y socialdemócrata que caracterizan nuestras principales 
opciones políticas, así como los fundamentos y problemas filosóficos que laten tras la economía, la ciencia, el arte, la 
religión y el resto de manifestaciones de la cultura contemporánea, condena a los futuros ciudadanos a un estado de 
vulnerabilidad ideológica que compromete y lastra peligrosamente su competencia ciudadana y su identidad como 
personas. 
 Así pues, creemos que una educación de calidad e integral debe estar dirigida a formar personas, no solo en su 
aspecto técnico o profesional, sino sobre todo en el ético-político. Una ciudadanía activa, autónoma, crítica y consciente 
de sus convicciones no puede prescindir del estudio de la historia de las ideas, tan determinantes en nuestra forma de 
ser y de hacer tanto en el ámbito público como en el privado. 
 Por otro lado, la práctica eliminación de dos tercios de la formación filosófica en Secundaria, con el incalculable 
perjuicio a la formación de nuestros alumnos, acontece en un contexto de reiteradas recomendaciones del Consejo 
Europeo y del Parlamento Europeo acerca de la necesidad de la educación ético-cívica en la Enseñanza Secundaria. 
Recomendaciones que han supuesto la introducción de asignaturas específicas (no transversales) de esta materia en la 
práctica totalidad de los sistemas educativos de nuestro entorno. También la UNESCO, en su Declaración de París de 
1995, reconoce el papel fundamental que juega la filosofía en la promoción de la democracia, mediante el estímulo del 
pensamiento independiente y el mejoramiento de la capacidad crítica, y que recomienda el mantenimiento y la 
ampliación de los estudios de filosofía y su vinculación a la formación académica y profesional en todos los campos. 
 La LOMCE hace caso omiso de la tendencia general de los países de nuestro entorno, empeñados en dar un peso 
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cada vez mayor a la formación filosófica como escuela de diálogo en libertad, incluso en el período infantil, y de la 
opinión de la mayoría de las fuerzas políticas de este país, incluida la del propio partido gobernante, que han 
denunciado reiteradamente el enorme error que supone la eliminación del estudio de la historia del pensamiento en el 
Bachillerato. Denuncia en la que coinciden reconocidas voces del mundo académico, científico y cultural de todo el 
país. 
 Según la LOMCE, corresponde a las comunidades autónomas llevar a cabo su implantación, dentro del ámbito de 
competencias que la propia ley les reconoce, como organizar itinerarios específicos y concretos para las modalidades 
de Bachillerato, o incluir una materia obligatoria como la Historia de la Filosofía para una o más modalidades de 
Bachillerato, pues así se dice en el artículo 34 bis, apartados 5 y 6: 
 “5. Además, en función de la regulación y de la programación de la oferta educativa que establezca cada 
Administración educativa y, en su caso, de la oferta de los centros docentes, los alumnos y alumnas podrán cursar 
alguna materia más en el bloque de asignaturas de libre configuración autonómica, que podrán ser Educación Física, 
materias del bloque de asignaturas específicas no cursadas, materias de ampliación de los contenidos de alguna de las 
materias de los bloques de asignaturas troncales o específicas, o materias a determinar. 
 6. Las administraciones educativas y, en su caso, los centros podrán elaborar itinerarios para orientar a los alumnos 
y alumnas en la elección de las materias troncales de opción.” 
 Dejar estas decisiones en manos de los centros educativos ocasionaría muchos problemas al alumnado, pues se 
provocaría desigualdad de formación y dificultades al cambiar a otros centros con programas e itinerarios muy distintos. 
Téngase en cuenta, además, que en la prueba final de Bachillerato (reválida) el alumnado tendría que examinarse de 
todas las troncales cursadas, incluida la Filosofía de 1.°, única asignatura que bastantes alumnos no estudiarían en 2.° 
de Bachillerato, lo que generaría diferencias de formación y de igualdad de oportunidades. 
 En relación al profesorado, las diferencias curriculares entre los centros dificultarían el diseño de las plantillas y la 
estabilidad de los equipos docentes, con la consiguiente merma en la calidad de la enseñanza. La disminución de horas 
de Filosofía llevaría a la Administración a desaprovechar una plantilla de profesorado con amplia formación y 
experiencia. 
 En resumen, la CARM puede ejercer su autonomía y tomar algunas medidas concretas para garantizar la adecuada 
formación filosófica del alumnado de nuestra región, en el marco de aplicación de la LOMCE. Es importante que la 
Asamblea Regional exprese su compromiso con la enseñanza de la Filosofía para la formación de la juventud murciana, 
como ya han hecho los representantes políticos de otras comunidades autónomas (Aragón, La Rioja, Valencia, 
Extremadura y Cataluña). 
 Por todo lo expuesto, presentamos la siguiente moción para su debate y aprobación ante el Pleno de la Cámara: 
 La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno a que, dado que los estudios de Ética filosófica y de 
Filosofía tienen un papel formativo fundamental, razón por la que deben formar parte del currículo básico del alumnado 
en la Enseñanza Secundaria, pedimos al Gobierno regional que en los centros de Educación Secundaria de la Región 
de Murcia, en el marco de la LOMCE, se dé el máximo apoyo posible a las materias de Valores Éticos, Filosofía e 
Historia de la Filosofía, quedando su docencia en manos de los departamentos de Filosofía". 
 

Cartagena, 4 de diciembre de 2014 
LA PORTAVOZ DEL G.P. SOCIALISTA, Begoña García Retegui 

EL PORTAVOZ DEL G.P. MIXTO, José Antonio Pujante Diekmann 
 
MOCIÓN 806, SOBRE ACTUALIZACIÓN DEL PROTOCOLO DE DERIVACIÓN DE LOS ALUMNOS CON 
TRASTORNO POR DÉFICIT DE ATENCIÓN E HIPERACTIVIDAD (TDAH), FORMULADA POR D.ª ALICIA JIMÉNEZ 
HERNÁNDEZ, DEL G.P. POPULAR, (VIII-16802). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Alicia Jiménez Hemández, diputada del Grupo Parlamentario Popular, y con el respaldo de la portavoz del mismo, al 
amparo de lo previsto en el artículo 186 y siguientes del vigente Reglamento de la Cámara, presenta ante el Pleno, para 
su debate y aprobación, la siguiente moción para la actualización del protocolo de derivación de los alumnos con 
trastorno por déficit de atención e hiperactividad (TDAH). 
 El Trastorno por Déficit de Atención e Hiperactividad (TDAH) es un trastorno crónico muy frecuente ya que se estima 
que alrededor del 5 % de los niños y adolescentes lo tienen. Se debe a múltiples factores provocando dificultades en la 
inhibición y el autocontrol, la planificación, la memoria de trabajo a corto plazo, fijar la atención en nuevos estímulos y 
en la elección de información relevante frente a la irrelevante. 
 Sus síntomas principales son inatención o dificultad para concentrarse, hiperactividad e impulsividad (parecen 
incapaces de controlar sus reacciones inmediatas o de pensar antes de actuar) inadecuados para su edad. Pueden 
manifestarse todos o predominar el déficit de atención o la hiperactividad-impulsividad. 
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 Estos síntomas se manifiestan en varios entornos (familia, escuela, amigos) y, a veces, son lo suficientemente 
importantes como para afectar al aprendizaje y a las relaciones familiares y sociales. 
 El niño o adolescente con TDAH no tiene un problema de inteligencia o de razonamiento, sino de organización y de 
autocontrol de la atención, las emociones, la conducta y la relación social. 
 Por todo ello es fácilmente comprensible la importancia de un diagnóstico precoz y disponer de las medidas 
necesarias, farmacológicas y no farmacológicas, individualizadas para cada niño y familia, ya que se consigue mejoría 
hasta en el 80 % de los casos. Con estas medidas mejora la atención, se reduce la inquietud e impulsividad y se ayuda 
a manejar la conducta, a mejorar la autoestima, las técnicas de estudio y las relaciones familiares y sociales. 
 La Consejería de Educación, Formación y Empleo y la Consejería de Sanidad y Política Social elaboraron en 2010 
un Protocolo de coordinación para la detección y diagnóstico de este TDAH en niños en edad escolar que requiere de 
una serie de actuaciones de tramitación e interconsulta de información y documentación entre instituciones u 
organismos de dichas consejerías, como centros de salud, centros escolares, servicios de orientación, etcétera, y que 
contribuyen a la mejora de calidad de vida de los afectados y sus familias. 
 Dicho protocolo se revisó en el año 2012, haciéndose necesario que nuevamente se revise para incluir las 
actualizaciones necesarias de acuerdo con el desarrollo de la Ley Orgánica 812013, de 9 de diciembre, para la mejora 
de la calidad educativa. 
 Por todo lo anteriormente expuesto, el Grupo Parlamentario Popular presenta para su debate y aprobación la 
siguiente moción: 
 La Asamblea Regional de Murcia insta al Gobierno de la Región a la actualización del protocolo de coordinación de 
las actuaciones educativas y sanitarias en la detección y diagnóstico del alumnado con trastorno por déficit de atención 
e hiperactividad (TDAH), entre los profesionales de las consejerías de Educación, Cultura y Universidades con los de 
Sanidad y Política Social, para conciliar la mejora de su salud y su adecuada promoción educativa. 
 

Cartagena, a 5 de diciembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Severa González López. LA DIPUTADA, Alicia Jiménez Hernández 

 
 
MOCIÓN 807, SOBRE CONVENIO CON EL MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD 
PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO TELEFÓNICO 016, DE ATENCIÓN A MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA 
DE GÉNERO, FORMULADA POR D.ª ESTHER CLAVERO MIRA, DEL G.P. SOCIALISTA, (VIII-16803). 
 
 A la Mesa de la Asamblea Regional de Murcia. 
 Esther Clavero Mira, diputada del Grupo Parlamentario Socialista y con el respaldo del citado grupo, presenta, al 
amparo de los artículos 186 y siguientes del Reglamento de la Cámara, la siguiente moción para su debate en Pleno, 
sobre convenio con el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad para la prestación del servicio telefónico 
016. 
 Exposición de motivos: 
 Desde el año 2007, el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, por medio de la Delegación del 
Gobierno para la Violencia de Género, presta el servicio telefónico de información y de asesoramiento jurídico en 
materia de violencia de género, a través del número telefónico de marcación abreviada 061. 
 Con la finalidad de procurar la mejor atención posible y de coordinar los distintos recursos existentes en este ámbito, 
el ministerio ha suscrito convenios de colaboración con las comunidades autónomas para garantizar la derivación de las 
llamadas del 016 cuando procedan de su respectivo ámbito territorial. 
 Un convenio de colaboración para la prestación del servicio telefónico de información y asesoramiento a mujeres 
víctimas de violencia de género, 016, que han suscrito la práctica totalidad de comunidades autónomas, siendo la 
Región de Murcia una de las pocas comunidades que no han suscrito el mismo. 
 El citado acuerdo para la derivación de llamadas procedentes de sus territorios permitiría a las mujeres víctimas de 
violencia de género de la Región de Murcia acceder a una mejor atención especializada y un servicio que mejoraría 
cuantitativa y cualitativamente el que en la actualidad vienen recibiendo. 
 Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista presenta para su debate y aprobación la siguiente moción: 
 La Asamblea Regional insta al Consejo de Gobierno a que suscriba el convenio con el Ministerio de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad para la prestación en la Región de Murcia del servicio telefónico 016, de información y 
asesoramiento a mujeres víctimas de violencia de género. 
 

Cartagena, 5 de diciembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Begoña García Retegui; LA DIPUTADA, Esther Clavero Mira 
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MOCIÓN 808, SOBRE ADJUDICACIÓN DEL SERVICIO DE COMEDOR EN LAS MISMAS CONDICIONES DE 
IGUALDAD PARA TODOS LOS CENTROS DOCENTES PÚBLICOS DE LA REGIÓN, FORMULADA POR D.ª MARÍA 
DEL CARMEN MORENO PÉREZ, DEL G.P. SOCIALISTA, (VIII-16853). 
 
 María del Carmen Moreno Pérez, diputada del Grupo Parlamentario Socialista y con el respaldo del citado grupo, 
presenta, al amparo de los artículos 186 y siguientes del Reglamento de la Cámara, la siguiente moción para su debate 
en pleno sobre adjudicación del servicio de comedor en las mismas condiciones de igualdad para todos los centros 
docentes públicos de la Región de Murcia.  
 Exposición de motivos:  
 La Orden de la Consejería de Educación y Cultura de 17 de julio de 2006, por la que se regula el servicio de 
comedor escolar de los colegios públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, dice, entre otras cosas, 
que el servicio de comedor escolar de los centros docentes públicos constituye una antigua realidad que se ha ido 
configurando como prestación complementaria de apoyo a la escolarización y como instrumento de compensación para 
hacer efectivo el principio de igualdad en el ejercicio del derecho a la educación.  
 La gestión del servicio de comedor escolar podrá realizarse por alguna de las siguientes modalidades:  
 a) Mediante la adjudicación del correspondiente contrato a una empresa del sector, que deberá contar con el 
preceptivo número de Registro General Sanitario de Alimentos para la prestación de este tipo de servicios. Según se 
establezca en los correspondientes pliegos de contratación, la elaboración de las comidas se realizará en el propio 
centro (modalidad A) o se suministrarán periódicamente comidas preelaboradas en otras instalaciones, realizándose en 
el centro solamente las operaciones necesarias para su consumo inmediato (modalidad B). Dicho contrato incluirá 
además el resto de prestaciones necesarias para el correcto desarrollo del servicio y el cumplimiento de su finalidad 
educativa, incluyendo, entre otras, las actuaciones necesarias para la implantación de una dieta sana y equilibrada, 
educación para la salud, atención al alumnado durante todo el horario de comedor, desarrollo de actividades de ocio y 
tiempo libre, etc. A efectos de la contratación de estos servicios se podrán agrupar los comedores escolares en uno o 
varios lotes.  
 b) Gestionando el centro directamente el servicio a través del personal dependiente de la Administración regional a 
él adscrito, adquiriendo directamente los suministros y utilizando los medios instrumentales del propio centro.  
 c) Concertando el servicio mediante los oportunos convenios con los ayuntamientos respectivos cuando esta 
modalidad de gestión dé una respuesta más adecuada a las características específicas del centro, previa aprobación 
del Consejo Escolar del centro y el informe favorable de la Dirección General de Enseñanzas Escolares.  
 La adjudicación para el curso 2014/2015 del servicio de comedor escolar a los diferentes centros ha hecho que haya 
diferencias de precios y de menús en distintos centros y municipios de nuestra Región, variando los precios entre 3,5 
euros en unos centros y casi 6 euros en otros centros.  
 Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista presenta para su debate y aprobación la siguiente moción:  
 La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno a que realice un proceso de adjudicación del servicio 
de comedor en las mismas condiciones de igualdad en todos los centros docentes públicos de la Región con garantías 
de calidad del servicio, con el objeto de que no existan diferencias de precios en los distintos centros.  
 

Cartagena, 9 de diciembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Begoña García Retegui.- LA DIPUTADA, María del Carmen Moreno Pérez 

 
 
SECCIÓN "B", TEXTOS EN TRÁMITE 
 3. Mociones o proposiciones no de ley 
  b) Para debate en Comisión 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

Orden de publicación 
 
 Admitida a trámite por la Mesa de la Cámara, en sesión celebrada el día de la fecha, la moción para debate en 
Comisión registrada con el número 370, se ordena por la presente su publicación en el Boletín Oficial de la Asamblea 
Regional. 

 
Cartagena, 15 de diciembre de 2014 

EL PRESIDENTE, 
Francisco Celdrán Vidal 
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MOCIÓN 370, SOBRE MANTENIMIENTO DEL PROGRAMA ABC, RELATIVO A LA ENSEÑANZA DE ALUMNOS 
SORDOS, FORMULADA POR D.ª MARÍA DEL CARMEN MORENO PÉREZ, DEL G.P. SOCIALISTA, (VIII-16075). 
 
 María del Carmen Moreno Pérez, diputada del Grupo Parlamentario Socialista y con el respaldo del citado grupo, 
presenta al amparo de los artículos 186 y siguientes del Reglamento de la Cámara, la siguiente moción para su debate 
en comisión, sobre programa ABC.  
 Exposición de motivos: 
 La finalidad del programa ABC es la enseñanza de alumnos sordos en un contexto inclusivo donde tengan la 
oportunidad de relacionarse tanto con compañeros oyentes como con compañeros sordos y que tenga en cuenta su 
sistema de comunicación preferente, la rehabilitación de la audición, la lengua oral y escrita y la necesidad de 
intervención especializada para lograr un óptimo desarrollo curricular, cognitivo, emocional y social.  
 El programa ABC surgió hace años con la clara intención de mejorar la respuesta educativa ante las necesidades 
que plantean los alumnos con discapacidad auditiva de la Región de Murcia. Engloba todas las áreas curriculares en un 
contexto inclusivo y sigue un modelo de trabajo específico.   
 En el curso 2001/02 se inicia el proyecto en un curso de primero de Primaria con tres alumnos sordos y una 
especialista en audición y lenguaje con amplios conocimientos de L.S.E. y con experiencia en la educación de niños 
sordos. En el siguiente curso 2002/03 se amplía el proyecto a un curso de Educación Infantil de 5 años, con tres niñas 
sordas y se incorpora otra logopeda con las mismas características que la anterior.  
 En Secundaria, en el curso 2007/2008, se implantó el proyecto en el lES Infante D. Juan Manuel, un centro que está 
al lado del Colegio Santa María de Gracia. Surgió como una respuesta de continuidad al proyecto de primaria, ante los 
excelentes resultados obtenidos. Las alumnas y alumnos sordos no podían finalizar su anterior etapa educativa sin 
posibilidad de continuación. Por eso comenzó la experiencia en la Educación Secundaria Obligatoria y, desde el curso 
anterior, también en el Bachillerato.  
 Los recortes de los últimos años en materia educativa están ocasionando, en algunos casos, que este programa no 
se esté desarrollando como debería, en cuanto a recursos de profesorado y está ocasionando perjuicios para este 
alumnado en algún centro.  
 Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista presenta para su debate y aprobación la siguiente moción: 
 La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno a que, dentro de las disponibilidades 
presupuestarias:  
 1º. Asigne los recursos necesarios y suficientes para el mantenimiento y buen funcionamiento del Programa ABC de 
la Región de Murcia. 
 2º. Se asignen los docentes y especialistas necesarios para el alumnado del Programa ABC en todos los centros 
educativos en los que esté funcionando.  
 

Cartagena, 7 de noviembre de 2014 
LA PORTAVOZ, Begoña García Retegui.- LA DIPUTADA, María del Carmen Moreno Pérez 

 
 
SECCIÓN "E", CONTROL DEL CONSEJO DE GOBIERNO 
 3. Preguntas para respuesta escrita 
   

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 La Mesa de la Cámara, en sesión celebrada del día de la fecha, ha admitido a trámite las preguntas para respuesta 
escrita registradas con los números 1583 a 1588, cuyos enunciados se insertan a continuación: 
 - Pregunta 1583, sobre cumplimiento de Plan económico financiero de reequilibrio presupuestario de la Comunidad 
Autónoma 2012-2014, formulada por D.ª María del Carmen Moreno Pérez, del G.P. Socialista. 
 - Pregunta 1584, sobre empresas concesionarias de transporte público regular permanente de viajeros por carretera, 
formulada por D. Joaquín López Pagán, del G.P. Socialista. 
 - Pregunta 1585, sobre posición de la Consejería de Fomento, Obras Públicas y Ordenación del Territorio respecto a 
la finalización de la prórroga concedida a las empresas concesionarias de transporte público regular permanente de 
viajeros por carretera, formulada por D. Joaquín López Pagán, del G.P. Socialista. 
 - Pregunta 1586, sobre recursos para el buen funcionamiento del programa docente ABC, formulada por D.ª María 
del Carmen Moreno Pérez, del G.P. Socialista. 
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 - Pregunta 1587, sobre asignación de docentes y especialistas para el alumnado del programa docente ABC, 
formulada por D.ª María del Carmen Moreno Pérez, del G.P. Socialista. 
 - Pregunta 1588, sobre falta de especialistas para el buen funcionamiento del programa docente ABC, formulada por 
D.ª María del Carmen Moreno Pérez, del G.P. Socialista. 
 Lo que se hace público para general conocimiento. 
 

Cartagena, 15 de diciembre de 2014 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
 

SECCIÓN "E", CONTROL DEL CONSEJO DE GOBIERNO 
 4. Preguntas para respuesta oral 
  a) En Pleno 

 
PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 

REGIONAL DE MURCIA 
 

Orden de publicación 
 
 La Mesa de la Cámara, en sesión celebrada del día de la fecha, ha admitido a trámite la pregunta para respuesta 
oral en pleno cuyo enunciado, en virtud de lo dispuesto por el artículo 174 del Reglamento, se inserta a continuación: 
     - Pregunta 209, sobre gestiones realizadas para la declaración de la apicultura y las abejas como patrimonio 
inmaterial de la humanidad, formulada por D. Manuel Soler Miras, del G.P. Socialista. 
 Lo que se hace público para general conocimiento. 
 

Cartagena, 15 de diciembre de 2014 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
 
 
SECCIÓN “F”, COMPOSICIÓN DE LA ASAMBLEA 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 Por el presente se hace público que la Mesa, en sesión del día de la fecha, ha tomado conocimiento del escrito de la 
portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el que da cuenta de las siguientes adscripciones:  
 - Adscripción de D. Luis Fernando Ruiz López a la Comisión de Educación y Cultura, en sustitución de D. José 
Miguel Luengo Gallego, y a la de Peticiones y Defensa del Ciudadano, en sustitución de D.ª Laura Muñoz Pedreño. 
 - Adscripción de D.ª Inmaculada González Romero a la Comisión de Educación y Cultura, en sustitución de D. 
Gregorio Morales Hernández. 
 - Adscripción de D.ª Laura Muñoz Pedreño a la Comisión de Competencia Legislativa, en sustitución de D. Isabel 
Toledo Gómez, y a la del Estatuto de Autonomía, en sustitución de D. Gregorio Morales Hernández. 
 Lo que se hace público para general conocimiento. 
 

Cartagena, 15 de diciembre de 2014 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
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